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 Guía práctica gestión tributaria
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Presentación


 En el ámbito tributario, el procedimiento de gestión es el encargado de desarrollar las actuaciones necesarias para la aplicación de los impuestos, así como el proceso declarativo de estos, bien sea en modalidad de liquidación por parte de la Administración competente, o bien mediante el sistema de autoliquidación.


	
-  La comprobación y realización de las devoluciones previstas en la normativa tributaria.

	
-  El reconocimiento y la procedencia en la aplicación de los beneficios fiscales regulados en la normativa de cada tributo.

	
-  El control y los acuerdos de simplificación relativos a la obligación de facturar, en cuanto tengan trascendencia tributaria.

	
-  La realización de actuaciones de verificación de datos.

	
-  La comprobación de valores de los bienes y derechos sujetos a tributación.

	
-  El ejercicio de actuaciones de comprobación limitada.

	
-  La práctica de liquidaciones tributarias derivadas de las actuaciones de verificación y comprobación realizadas.

	
-  La emisión de certificados tributarios.

	
-  La expedición y, en su caso, revocación del número de identificación fiscal, en los términos establecidos en la normativa específica.

	
-  La elaboración y mantenimiento de los censos tributarios.

	
-  La información y asistencia tributaria.

	
-  La realización de las demás actuaciones de aplicación de los tributos no integradas en las funciones de inspección y recaudación.



Además del indicado inicialmente de la recepción y tramitación de declaraciones, autoliquidaciones, comunicaciones de datos y demás documentos con trascendencia tributaria, sin olvidar una parcela que cada vez cobra un mayor protagonismo como es la realización de actuaciones de control del cumplimiento de la obligación de presentar declaraciones tributarias y de otras obligaciones formales.

Esta guía analiza, de manera minuciosa pero no exenta del necesario enfoque práctico, todos los aspectos citados, incluyendo un capítulo específico para tratar la novedosa obligación de información sobre mecanismos de planificación fiscal agresiva, incorporada a nuestro ordenamiento tributario procedente de la DAC 6.

Para su elaboración se han tenido en cuenta las últimas novedades acontecidas en el campo de la gestión tributaria, incorporando los más recientes pronunciamientos administrativos y de la jurisdicción contencioso-administrativa, todo ello intentando mantener un enfoque práctico, con la inclusión de ejemplos, casuística y llamadas de atención sobre las cuestiones más relevantes que afectan al ámbito de la gestión tributaria, así como aquellos modelos y formularios necesarios para una adecuada y segura comunicación entre el contribuyente y la administración tributaria.








Capítulo I Organización y competencias



1. Competencias






1.1. Competencias en la aplicación de los tributos


 A) El artículo 83 de la LGT 2003, con carácter general, señala que la "aplicación de los tributos" comprende:


	
–  Todas las actividades administrativas dirigidas, a la información y asistencia a los obligados tributarios y a la gestión, inspección y recaudación.

	
–  Las actuaciones de los obligados en el ejercicio de sus derechos o en cumplimiento de sus obligaciones tributarias.

	
–  El ejercicio de las actividades administrativas y de las actuaciones de los obligados a las que se refiere el párrafo anterior, que se realicen en el marco de la asistencia mutua.



Se ejercerán de forma separada las funciones de aplicación de los tributos y la de resolución de las reclamaciones económico-administrativas que se interpongan contra los actos dictados por la Administración tributaria.


ATENCIÓN El mismo órgano de la Administración Tributaria podrá practicar la liquidación provisional que resulte de un procedimiento de gestión tributaria, imponer la sanción que, en su caso, derive de dicha liquidación y resolver el recurso de reposición interpuesto contra la liquidación del procedimiento de aplicación de los tributos, pero no podrá resolver la posible reclamación económico administrativa, que quedará encomendada al Tribunal Económico-Administrativo, al tratarse de funciones que deben ejercerse obligatoriamente de forma separada.



La aplicación de los tributos se desarrollará fundamentalmente a través de los procedimientos administrativos de gestión, inspección y recaudación.

En cuanto a la estructura administrativa para el ejercicio de la aplicación de los tributos, su determinación le corresponde a cada Administración tributaria. Por tanto, la competencia sobre las distintas actividades administrativas que comprende la aplicación de los tributos no se atribuye de forma concreta por la LGT 2003 a ningún órgano determinado, reconociéndose de este modo la capacidad de autoorganización de cada Administración tributaria en el ámbito de sus competencias de gestión, inspección y recaudación, a través de sus normas de organización específicas.

Por lo que respecta a la competencia territorial en la aplicación de los tributos, el artículo 84 LGT 2003 tampoco realiza una atribución concreta, señalando que se atribuirá al órgano que determine cada Administración tributaria, en desarrollo de sus facultades de organización, mediante disposición que deberá ser objeto de publicación en el Boletín Oficial correspondiente, es decir, mediante sus normas específicas de organización.

En defecto de esa disposición expresa, la competencia se atribuirá al órgano funcional inferior en cuyo ámbito territorial radique el domicilio fiscal del obligado tributario, a diferencia de la anterior LGT (Ley 230/1963), que la atribuía a los órganos de ámbito provincial.

B) El RGIAT desarrolla en su artículo 59 estos criterios de atribución de competencias en las Administraciones tributarias.

- Por su parte, teniendo en cuenta que el RGIAT, además de ser un reglamento de la Administración del Estado es también una norma aplicable por las demás Administraciones tributarias autonómicas y locales (con el alcance previsto en el artículo 1 LGT 2003), siguiendo el criterio de la LGT 2003 evita atribuir en sus preceptos competencias a órganos concretos, en orden a facilitar la organización y el funcionamiento de las distintas Administraciones tributarias mediante normas de rango inferior. De este modo el artículo 59 del RGIAT 2007 remite expresamente a las normas de organización específica de cada Administración tributaria, a las que hace referencia el artículo 84 LGT 2003, para la atribución de las competencias en la aplicación de los tributos, añadiendo que dichas normas de organización podrán establecer los términos en los que el personal encargado de la aplicación de los tributos pueda realizar actuaciones fuera del ámbito competencial del órgano del que dependan.

En concreto, en el ámbito de la AEAT (que es la organización administrativa responsable, en nombre y por cuenta del Estado, de la aplicación efectiva del sistema tributario estatal y del aduanero), la disposición adicional primera del RGIAT 2007 estableció que la norma de organización específica a que se refiere este reglamento debía ser aprobada y publicada en el BOE antes de la entrada en vigor del reglamento (1-1-2008). Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la citada disposición adicional, se dictaron diversas Resoluciones de la Presidencia de la AEAT, de fecha 12 de diciembre de 2007, por las que se modifican las Resoluciones sobre organización y atribución de funciones que hasta entonces venían regulándolas en el ámbito de cada uno de los Departamentos de la AEAT. En concreto, dentro del marco de los órganos con competencias o funciones en materia de gestión tributaria, la norma principal reguladora de su estructura era la Resolución de 19 de febrero de 2004, de la Presidencia de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, sobre organización y atribución de funciones en el ámbito de competencias del Departamento de Gestión Tributaria, y que ahora continúa en vigor con las modificaciones introducidas por la Resolución de 12 de diciembre de 2007, relativas exclusivamente a las funciones de las Dependencias Regionales de Gestión Tributaria.

Por su parte, respecto a los órganos competentes en materia de procedimientos de aplicación de los tributos de las comunidades autónomas, de las ciudades con Estatuto de Autonomía de Ceuta y Melilla o de las entidades locales, la disposición adicional segunda del RGIAT 2007 se limita a señalar que se determinarán conforme a lo que establezca su normativa específica. Añade esta disposición que las referencias realizadas a órganos de la Administración tributaria del Estado se entenderán aplicables, cuando sean competentes por razón de la materia, a los órganos equivalentes de las comunidades autónomas, de las ciudades con Estatuto de Autonomía de Ceuta y Melilla o de las entidades locales.

- No obstante, hay que tener en cuenta que el propio artículo 59-1 del RGIAT 2007 especifica, para el caso de obligados tributarios no residentes sin establecimiento permanente en España, que será competente el órgano de la Administración tributaria en cuyo ámbito territorial tenga el domicilio el representante del obligado tributario, el responsable, el retenedor, el depositario o el gestor de los bienes o derechos, o el pagador de las rentas al no residente, sin perjuicio de lo previsto en la normativa propia de cada tributo.

- La única cuestión en relación con los órganos y competencias en materia de aplicación de los tributos, que sí regula expresamente el artículo 59 RGIAT 2007 (apartados 2 y 3), son los criterios de atribución de competencia en el ámbito de una misma Administración tributaria, relacionados con el domicilio fiscal:

En concreto, cuando se produce la comunicación de un cambio de domicilio fiscal en el ámbito de una misma Administración tributaria, siempre que dicho criterio sea el que determine la competencia del órgano, o el cambio de adscripción a otro órgano, se producirán los siguientes efectos en relación con la competencia de los órganos administrativos:


	
a)  Las funciones de aplicación de los tributos, incluidas las relativas a obligaciones anteriores, se ejercerán a partir de ese momento por el órgano correspondiente al nuevo domicilio fiscal o por aquel que resulte destinatario del cambio de adscripción, respectivamente.

	
b)  Los procedimientos que se encuentren en curso de tramitación en el momento en que se produzca de manera efectiva el cambio de domicilio o de adscripción, serán continuados y finalizados por el nuevo órgano competente, al que se le remitirán los antecedentes que sean necesarios. Por tanto, cualquier procedimiento de devolución, de comprobación, de solicitud de rectificación, etc., que se encuentre en tramitación en el momento del cambio de domicilio, deberá ser remitido al nuevo órgano competente, que será el encargado de continuar su tramitación, sin que ello suponga la nueva iniciación del cómputo de los plazos. Sin embargo, esto no será de aplicación en las actuaciones y procedimientos de inspección y de declaración de responsabilidad tributaria, en los que el domicilio fiscal determinante de la competencia del órgano actuante será el que correspondiese al inicio de las actuaciones y procedimientos.



No obstante, cuando se hubiera iniciado de oficio un procedimiento de aplicación de los tributos con anterioridad a la comunicación del nuevo domicilio, dicha comunicación surtirá efectos en relación con la competencia del órgano administrativo al mes siguiente de su presentación, salvo que durante dicho plazo la Administración tributaria inicie un procedimiento de comprobación de la procedencia del cambio de domicilio, en cuyo caso todos los procedimientos iniciados de oficio antes de la referida comunicación se continuarán y finalizarán por el órgano que los viniese tramitando en tanto no se resuelva el expediente de comprobación del cambio de domicilio. Esto no impedirá que la Administración tributaria pueda iniciar en cualquier otro momento un procedimiento de comprobación del domicilio fiscal del obligado tributario.

- Sin embargo, en el ámbito de competencias del Estado, se establece la posibilidad de que el Director General del Catastro y los directores de departamento de la AEAT puedan modificar por razones de organización o planificación la competencia territorial en el ámbito de la aplicación de los tributos.

- Por último, en relación con los grupos fiscales que tributen en el régimen de consolidación fiscal en los que la entidad dominante sea no residente en territorio español, respecto de los que se produzca un cambio de sociedad representante del grupo, en cuanto a los procedimientos de aplicación de los tributos se atenderá a lo previsto en la normativa específica prevista para este tipo de entidades en el artículo 195-1-párrafo 2, del RGIAT 2007, según el cual, cuando una vez iniciado el procedimiento de aplicación de los tributos sobre el grupo, se comunique el cambio de sociedad representante (en función de las previsiones establecidas en la Ley 27/2014, del Impuesto sobre Sociedades que prevé quién tendrá la consideración de sociedad representante del grupo fiscal cuando la entidad dominante no resida en territorio español) este cambio no alterará la competencia del órgano actuante respecto del procedimiento ya iniciado, que continuará llevándose a cabo por el mismo órgano actuante, con la nueva entidad representante, por lo que afecta a las actuaciones relativas al grupo.

C) En definitiva, la competencia sobre las funciones que integran las actuaciones y procedimientos de "gestión tributaria" (al igual que las de inspección y recaudación) no está atribuida expresamente por la Ley General Tributaria a ningún órgano concreto, sino que son las normas propias de cada Administración tributaria las que determinan la correspondiente estructura orgánica y atribuyen las competencias en materia de gestión tributaria. En concreto, en cuanto a la Atribución de funciones de gestión tributaria a los órganos administrativos, el artículo 116 RGIAT 2007 se limita a señalar que se entiende por órganos de gestión tributaria los de carácter administrativo que ejerzan las funciones previstas en el artículo 117 de la LGT 2003, así como aquellos otros que tengan atribuidas competencias en materia de gestión tributaria en las normas de organización específica.

A estos efectos, hay que señalar que el artículo 117 LGT 2003 define de una manera abierta las funciones que integran la gestión tributaria, incluyendo con carácter general la realización de las actuaciones de aplicación de los tributos que no se encuentren integradas en las funciones de inspección y recaudación. En concreto hace referencia a las funciones administrativas dirigidas a:


	
–  Información y asistencia tributaria.

	
–  Emisión de certificados tributarios.

	
–  Recepción y tramitación de declaraciones, autoliquidaciones, comunicaciones de datos y demás documentos con trascendencia tributaria.

	
–  La realización de actuaciones de control del cumplimiento de la obligación de presentar declaraciones tributarias y de otras obligaciones formales.

	
–  El control y los acuerdos de simplificación relativos a la obligación de facturar, en cuanto tengan trascendencia tributaria.

	
–  Reconocimiento y comprobación de la procedencia de beneficios fiscales.

	
–  Comprobación y realización de las devoluciones previstas en la normativa tributaria.

	
–  Actuaciones de verificación de datos.

	
–  Actuaciones de comprobación de valores.

	
–  Actuaciones de comprobación limitada.

	
–  Práctica de liquidaciones derivadas de actuaciones de verificación y comprobación.

	
–  Elaboración y mantenimiento de los censos tributarios.

	
–  Expedición y revocación del Número de Identificación Fiscal.




Casuística:


Gestión tributaria. Órganos de gestión. Competencia para practicar liquidación provisional paralela (STS 31-5-2005).

Se cuestiona si las actuaciones de una Administración tributaria, incompetente por razón del territorio, a tenor del domicilio fiscal declarado por el contribuyente, interrumpen o no la prescripción de la deuda tributaria. Criterio: La cuestión que presenta interés casacional consiste en: Determinar si, en un caso como el que está en el origen del presente recurso, las actuaciones de una Administración tributaria, incompetente por razón del territorio, a tenor del domicilio fiscal declarado por la contribuyente, interrumpen o no la prescripción con relación a la deuda tributaria de dicha contribuyente, teniendo en cuenta: (i) que con posterioridad a esas actuaciones tributarias fue rectificado el domicilio fiscal erróneamente declarado, rectificación que se proyectó con efectos retroactivos a un momento anterior a las actuaciones tributarias referidas; y (ii) que el TEAC anuló las actuaciones de comprobación por motivo de aquella incompetencia territorial aunque las mismas no se declararon nulas de pleno derecho. Respuesta: Los actos de una Administración tributaria, incompetente a tenor del domicilio fiscal declarado, que hayan sido anulados en una resolución económico-administrativa firme y considerados por dicha resolución como meramente anulables, interrumpen la prescripción del derecho a liquidar, cuando con posterioridad a esas actuaciones tributarias el domicilio fiscal se rectificó con efectos retroactivos. (STS 21-03-2022, Rec. 2221/2020).










1.2. Competencias de la Administración Tributaria del Estado en materia de gestión tributaria


 El Ministerio de Hacienda y Función Pública es el departamento de la Administración General del Estado encargado, entre otras competencias, de la propuesta y ejecución de las directrices y medidas de la política de la hacienda pública.

Su estructura orgánica y competencias se encuentran reguladas en el Real Decreto 2/2020, de 12 de enero, por el que se reestructuran los departamentos ministeriales y el Real Decreto 682/2021, de 3 de agosto, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Hacienda y Función Pública y se modifica el Real Decreto 139/2020, de 28 de enero, por el que se establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales.

En concreto, la Secretaría de Estado de Hacienda, realizará entre otras actuaciones, el diseño y aplicación del sistema tributario. A través de la Secretaría de Estado de Hacienda queda adscrita al Ministerio de Hacienda la Agencia Estatal de Administración Tributaria (AEAT).

La AEAT es la organización administrativa responsable, en nombre y por cuenta del Estado, de la aplicación efectiva del sistema tributario estatal y del aduanero. Le corresponde desarrollar las actuaciones administrativas necesarias para que el sistema tributario estatal y el aduanero se apliquen con generalidad y eficacia a todos los obligados tributarios, mediante los procedimientos de gestión, inspección y recaudación.

Según establece el artículo 54.2 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía, la aplicación de los tributos (gestión, recaudación e inspección) así como la revisión de los actos dictados en el ejercicio de la misma se llevará a cabo, en todo caso, por los órganos estatales que tengan atribuidas las funciones respectivas, en los siguientes tributos:


	
a)  Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, incluida la parte del mismo, cedida a las Comunidades Autónomas.

	
b)  Impuesto sobre el Valor Añadido.

	
c)  Impuesto sobre la Cerveza.

	
d)  Impuesto sobre el Vino y Bebidas Fermentadas.

	
e)  Impuesto sobre Productos Intermedios.

	
f)  Impuesto sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas.

	
g)  Impuesto sobre Hidrocarburos.

	
h)  Impuesto sobre las Labores del Tabaco.

	
i)  Impuesto sobre la Electricidad.



Por otra parte, aunque a tenor de lo dispuesto en el artículo 54.1 de la mencionada Ley 22/2009, de 18 de diciembre, la aplicación de los tributos, así como la revisión de los actos dictados en ejercicio de la misma, en relación con los Impuestos sobre el Patrimonio, sobre Sucesiones y Donaciones, sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, de los Tributos sobre el Juego, del Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte y del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos (suprimido), corresponderá por delegación del Estado a las Comunidades Autónomas, sin embargo, tal y como establece el artículo 55.2 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, no serán objeto de delegación las siguientes competencias en materia de gestión tributaria, cuyo ejercicio seguirá correspondiendo al Estado:


	
–  La contestación de las consultas tributarias, salvo en lo que se refiera a la aplicación de las disposiciones dictadas por la Comunidad Autónoma en el ejercicio de sus competencias.

	
–  La confección de los efectos estancados que se utilicen para la gestión de los tributos cedidos.

	
–  Diversas competencias en materia de homologación de vehículos y aplicación de supuestos de no sujeción y exención, en relación con el Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.

	
–  Los acuerdos de concesión de las exenciones previstas en los párrafos a), b), y c) del apartado 1 de la disposición seis del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos (Impuesto suprimido).



No obstante, en relación con el Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos hay que señalar que desde el 1 de enero de 2013, sin perjuicio de que se mantenga esta distribución de competencias en la Ley 22/2009, en relación con los actos de aplicación del citado impuesto, el artículo 9 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, por el que se creó el Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos, ha sido derogado por la disposición derogatoria tercera de la Ley 2/2012, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2012 (BOE 30-12-2012). La disposición final duodécima de la LPGE 2012 introduce la disposición transitoria séptima de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, relativa a la Integración del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos en el Impuesto sobre Hidrocarburos, en virtud de la cual, a partir de 1 de enero de 2013, como consecuencia de la derogación del artículo 9 de la Ley 24/2001 y la consiguiente supresión del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos, el tramo estatal del citado impuesto queda sustituido por el tipo estatal especial del Impuesto sobre Hidrocarburos y el tramo autonómico del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos queda sustituido por el tipo autonómico del Impuesto sobre Hidrocarburos, y asimismo, todas las referencias al Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos que se encuentren en la normativa vigente se entenderán realizadas a los tipos estatal especial y autonómico del Impuesto sobre Hidrocarburos.







1.3. Competencias de la Administración Tributaria de las Comunidades Autónomas en materia de gestión tributaria


 Los artículos 54 y siguientes de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía, regulan la delegación de competencias del Estado a las Comunidades Autónomas en materia de aplicación de los tributos (gestión, recaudación e inspección), así como de revisión de los actos dictados en el ejercicio de la misma, en los siguientes tributos:


	
a)  Impuesto sobre el Patrimonio.

	
b)  Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

	
c)  Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

	
d)  Tributos sobre el Juego.

	
e)  Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.

	
f)  El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos (suprimido).



Recordar a estos efectos, lo dicho en el comentario relacionado en relación con la supresión del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos a partir de 1 de enero de 2013.

En cuanto al alcance de la delegación de competencias en relación con la gestión tributaria de estos impuestos, tal y como señala el artículo 55.1 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, corresponderá a las Comunidades Autónomas:


	
–  La incoación de los expedientes de comprobación de valores, utilizando los mismos criterios que el Estado.

	
–  En el caso de concesiones administrativas que superen el ámbito territorial de una Comunidad Autónoma, la comprobación de valores corresponderá a la Comunidad Autónoma en cuyo territorio se encuentre el domicilio fiscal de la entidad concesionaria.

	
–  La realización de los actos de trámite y la práctica de liquidaciones tributarias.

	
–  La calificación de las infracciones y la imposición de sanciones tributarias.

	
–  La publicidad e información al público de obligaciones tributarias y su forma de cumplimiento.

	
–  La aprobación de modelos de declaración.

	
–  En general, las demás competencias necesarias para la gestión de los tributos.

	
–  Sin embargo, tal y como se señaló anteriormente, no son objeto de delegación las siguientes competencias:
	
•  La contestación de las consultas tributarias, salvo en lo que se refiera a la aplicación de las disposiciones dictadas por la Comunidad Autónoma en el ejercicio de sus competencias.

	
•  La confección de los efectos estancados que se utilicen para la gestión de los tributos cedidos.

	
•  Diversas competencias en materia de homologación de vehículos y aplicación de supuestos de no sujeción y exención, en relación con el Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.

	
•  Los acuerdos de concesión de las exenciones previstas en los párrafos a), b), y c) del apartado 1 de la disposición seis del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos (Impuesto suprimido).







Por último, hay que señalar que los documentos y autoliquidaciones de los Impuestos sobre Sucesiones y Donaciones, sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados sobre Determinados Medios de Transporte se presentarán y surtirán efectos liberatorios exclusivamente ante la oficina competente de la Comunidad Autónoma a la que corresponda el rendimiento, de acuerdo con los puntos de conexión aplicables. Cuando el rendimiento correspondiente a los actos o contratos contenidos en el mismo documento se considere producido en distintas Comunidades Autónomas, procederá su presentación en la oficina competente de cada una de ellas, si bien la autoliquidación que en su caso se formule sólo se referirá al rendimiento producido en su respectivo territorio.

Estas competencias en materia de gestión y liquidación se podrán realizar mediante diligencias de colaboración entre las distintas Administraciones tributarias competentes.








2. Organización de la AEAT






2.1. Órganos de gestión tributaria de la AEAT


 La AEAT fue creada por el artículo 103 de la Ley 31/1990, de 21 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1991, como un Ente de Derecho Público integrado en las Administraciones públicas centrales y adscrito al Ministerio de Economía y Hacienda (hoy en día Ministerio de Hacienda). Quedó efectivamente constituida el 1 de enero de 1992.

La AEAT es la organización administrativa responsable, en nombre y por cuenta del Estado, de la aplicación efectiva del sistema tributario estatal y del aduanero, y de aquellos recursos de otras Administraciones y Entes Públicos nacionales o de la Unión Europea cuya gestión se le encomiende por Ley o por Convenio. Le corresponde desarrollar las actuaciones administrativas necesarias para que el sistema tributario estatal y el aduanero se apliquen con generalidad y eficacia a todos los obligados tributarios, mediante los procedimientos de gestión, inspección y recaudación tanto formal como material, que minimicen los costes indirectos derivados de las exigencias formales necesarias para el cumplimiento de las obligaciones tributarias. No le corresponde la elaboración y aprobación de las normas tributarias.

Tal y como hemos señalado anteriormente, ni la LGT ni el RGIAT atribuyen de forma concreta a ningún órgano determinado la competencia sobre las distintas actividades administrativas que comprende la aplicación de los tributos, sino que corresponde a cada Administración tributaria, a través de sus normas de organización internas, la determinación de la estructura administrativa para el ejercicio de la aplicación de los tributos. De este modo se reconoce la capacidad de autoorganización de cada Administración tributaria en el ámbito de sus competencias de gestión, inspección y recaudación.

La actual estructura de la AEAT es la siguiente:

1. Servicios Centrales

– Según establece la Orden de 2 de junio de 1994, por la que se desarrolla la estructura de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, se integran en la organización central de la AEAT los Departamentos a los que se refiere la Orden PRE/3581/2007, de 10 de diciembre, por la que se establecen los departamentos de la Agencia Estatal de Administración Tributaria y se les atribuyen funciones y competencias. Por tanto, la organización central de la AEAT está integrada por los siguientes Departamentos:


	
a)  Departamento de Gestión Tributaria.

	
b)  Departamento de Inspección Financiera y Tributaria.

	
c)  Departamento de Recaudación.

	
d)  Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales.

	
e)  Departamento de Informática Tributaria.

	
f)  Departamento de Recursos Humanos.



2. Administración Periférica

La citada Orden de 2 de junio de 1994 establece, según las modificaciones introducidas por la Orden HAC/1324/2020, de 30 de octubre, que la Administración Periférica de la AEAT estará constituida por las Delegaciones Especiales y las Delegaciones de la AEAT, integradas en aquéllas.

Las Delegaciones Especiales de la AEAT dependerán directamente del Director general de la misma. Los distintos Directores de Departamento, en el ejercicio de sus funciones, dirigirán a los Delegados Especiales de la Agencia Tributaria mediante las instrucciones y órdenes de servicio necesarias.

- Las Administraciones de la AEAT y las Administraciones de Aduanas e Impuestos Especiales se integran en las correspondientes Delegaciones Especiales de la AEAT siendo su ámbito territorial de competencia el correspondiente a la Delegación Especial en que se integran.

- Las Administraciones de asistencia Digital Integral se integran en las correspondientes Delegaciones Especiales sin perjuicio de poder desarrollar sus funciones en todo el ámbito nacional.

Por su parte, la Resolución de 13 de enero de 2021, de la Presidencia de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que se establece la estructura y organización territorial de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, mediante la que se deroga la anterior Resolución de 21 de septiembre de 2004, detalla que son órganos territoriales de la misma:


	
a)  Las Delegaciones Especiales de la Agencia Tributaria.

	
b)  Las Delegaciones de la Agencia Tributaria.

	
c)  Las Administraciones de la Agencia Tributaria.

	
d)  Las Administraciones de Aduanas e Impuestos Especiales.

	
e)  Las Administraciones de asistencia Digital Integral.



Las Delegaciones, Administraciones de la Agencia Tributaria y Administraciones de Aduanas e Impuestos Especiales son órganos de las Delegaciones Especiales, de las que dependerán orgánica y funcionalmente en los términos establecidos en la presente resolución y en la normativa reguladora de la organización y funciones de cada área funcional de la AEAT.

Si bien ya se había llevado a cabo durante los últimos años un proceso de regionalización de las funciones y competencias de los órganos territoriales de la AEAT, pasando a ejercerlas en el ámbito de competencia correspondiente a la Delegación Especial en la que se integra cada órgano, con independencia de la sede en la que este se sitúa, ahora se consolida definitivamente este proceso con la eliminación de la mención en esta resolución a un ámbito territorial específico de las Administraciones de la Agencia Tributaria y de las Administraciones de Aduanas e Impuestos Especiales, sin perjuicio de que la proximidad geográfica del domicilio del obligado tributario pueda seguir siendo utilizada como criterio de distribución de tareas entre las distintas sedes físicas de la Agencia Tributaria, pero sin que dicho criterio constituya una excepción a la competencia territorial de las Administraciones en el ámbito de la correspondiente Delegación Especial.

Las Administraciones de asistencia Digital Integral dependerán orgánicamente de la Delegación Especial en la que se hayan creado y desempeñarán las funciones de información y asistencia tributaria y aduanera que tengan atribuidas en la normativa reguladora de la organización y funciones de cada área funcional de la AEAT, bajo la coordinación de los respectivos Departamentos. 

Las competencias de la AEAT se entenderán atribuidas a los correspondientes órganos territoriales, que las podrán ejercer en todo el territorio de la Delegación Especial en la que estén integrados, salvo asignación expresa a los órganos centrales de la AEAT o a otro órgano que se determine. No obstante, podrán ejercer las funciones y servicios que tienen atribuidas en todo el territorio nacional cuando así esté previsto en la normativa reguladora de la organización y funciones de cada área funcional de la AEAT. Igualmente, en el supuesto de las Administraciones de asistencia Digital Integral, podrán ejercer las funciones y servicios que tienen atribuidas en todo el territorio nacional.

Las Delegaciones Especiales de la AEAT extenderán con carácter general sus competencias al territorio de cada una de las Comunidades Autónomas, aunque excepcionalmente, cuando así lo prevean las normas, podrán extenderlas a otros territorios.

La AEAT cuenta con 17 Delegaciones Especiales (una en cada Comunidad Autónoma), 39 Delegaciones y 191 Administraciones de la Agencia Tributaria, 48 de las cuales se dedicarán básicamente a prestar servicios de información y asistencia, además de otras 29 de ellas en el ámbito de Aduanas e IIEE.

A su vez, las Delegaciones Especiales de la AEAT estarán integradas por las siguientes Dependencias Regionales:


	
a)  Dependencia Regional de Inspección.

	
b)  Dependencia Regional de Gestión Tributaria.

	
c)  Dependencia Regional de Aduanas e Impuestos Especiales.

	
d)  Dependencia Regional de Recaudación.

	
e)  Dependencia Regional de Relaciones Institucionales.

	
f)  Dependencia Regional de Informática Tributaria.

	
g)  Dependencia Regional de Recursos Humanos y Administración Económica.










2.2. Órganos de la AEAT con competencias en materia de gestión tributaria


 En el marco de las competencias atribuidas a la AEAT corresponden al Departamento de Gestión Tributaria las funciones de información y asistencia y de verificación y control, con la finalidad de fomentar el cumplimiento voluntario de la normativa tributaria. La primera función se desarrolla principalmente por los órganos de Gestión y, en cuanto a la segunda, se comparte con el Departamento de Inspección Financiera y Tributaria, sin perjuicio en ambos casos de las especialidades aduaneras y de Impuestos Especiales.

La estructura de los órganos gestores, tanto en relación con los servicios centrales como respecto a la Administración territorial, se encontraba establecida por la Resolución de la Presidencia de la AEAT, de fecha 19 de febrero de 2004, derogada por la Resolución de 13 de enero de 2021, de la Presidencia de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, sobre organización y atribución de funciones en el ámbito de competencias del Departamento de Gestión Tributaria.

Durante la vigencia de la citada Resolución de fecha 19 de febrero de 2004 la AEAT llevó a cabo en el ámbito de Gestión Tributaria la adaptación a las nuevas tecnologías, del diseño de los servicios de información y asistencia, así como el de los procedimientos de aplicación de los tributos del área funcional de la Gestión Tributaria. Los objetivos que pretende acometer la AEAT con la nueva Resolución de 13 de enero de 2021 son los siguientes:


	
•  En el ámbito de las funciones de información y asistencia, pretende avanzar hacia un nuevo modelo de asistencia incidiendo en el fomento del cumplimiento voluntario y priorizando el uso de las nuevas tecnologías frente a los medios tradicionales de asistencia presencial. No obstante, configura la nueva estrategia de información y asistencia integral como el uso conjunto de todos los canales, tanto presenciales como no presenciales, para la prestación del servicio.

	
•  En el ámbito de las funciones de verificación y control, pretende avanzar de forma progresiva en la implantación de esquemas de trabajo basados en nuevas herramientas informáticas de análisis, gestión y clasificación de la información y en la implantación a medio/largo plazo de un nuevo sistema de selección de expedientes que suponga la creación de perfiles de riesgo con carácter dinámico, que permita compartir y conocer las selecciones entre los órganos territoriales y centrales del Departamento y establecer criterios homogéneos a nivel nacional desde estos últimos. Esto debe suponer también una mejora en la calidad de los procedimientos de comprobación, tanto desde el punto de vista fáctico como jurídico, atendiendo de forma muy especial a la motivación de las actuaciones administrativas.



El desempeño de las funciones descritas anteriormente se lleva a cabo mediante los Servicios Centrales y Territoriales del Departamento de Gestión Tributaria. En concreto son órganos de Gestión Tributaria de la AEAT:


	
1.  En los Servicios Centrales y respecto de todo el territorio nacional, el Departamento de Gestión Tributaria y las unidades administrativas integradas en el mismo. Está integrado por cinco Subdirecciones Generales, la de Planificación y Coordinación, la de Técnica Tributaria, la de Información y Asistencia Tributaria, la de Verificación y Control Tributario y la de Asistencia Jurídica y Coordinación Normativa, así como por la Oficina Nacional de Gestión Tributaria que depende directamente de la Dirección del Departamento y la Unidad Central de Información y Asistencia Digital.

	
2.  En la Administración territorial, las Dependencias Regionales de Gestión Tributaria respecto del ámbito territorial de cada Delegación Especial de la AEAT, sin perjuicio de las competencias que específicamente se atribuyan a los Delegados Especiales, a los Delegados Especiales Adjuntos y a los Administradores de la Agencia y a los titulares de las Administraciones de asistencia Digital Integral. Se ha producido una regionalización en los servicios periféricos de la AEAT, quedando las distintas Dependencias provinciales de Gestión Tributaria como Dependencias adjuntas a la Dependencia Regional o sedes desconcentradas de las Dependencias Regionales.



Además de estos órganos de gestión tributaria propiamente dichos, también existen otros órganos de la AEAT que tienen atribuidas competencias en materia de gestión tributaria y que por tanto se entiende que tienen la consideración de órganos de gestión tributaria a los efectos del artículo 116 del RGIAT 2007, como las Unidades Regionales de Gestión de Grandes Empresas, adscritas a las Dependencias Regionales de Inspección y la Delegación Central de Grandes Contribuyentes. Las competencias de estas Unidades en materia de gestión tributaria se encuentran recogidas respectivamente en la Resolución de 24 de marzo de 1992, de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, sobre organización y atribución de funciones a la inspección de los tributos en el ámbito de la competencia del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria y en la Resolución de 13 de enero de 2021, de la Presidencia de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que se establece la estructura orgánica de la Delegación Central de Grandes Contribuyentes.







2.3. Departamento de Gestión Tributaria


 El Departamento de Gestión Tributaria es el centro directivo de la gestión de los tributos encomendada a la AEAT, pero además de las competencias propias de su consideración de órgano de dirección, tiene también encomendada la realización de diversas funciones en materia de actuaciones y procedimientos de gestión tributaria y la adopción de las correspondientes resoluciones. Estas funciones y competencias del Departamento de Gestión Tributaria se encuentran recogidas en la Orden PRE/3581/2007, de 10 de diciembre, por la que se establecen los departamentos de la Agencia Estatal de Administración Tributaria y se les atribuyen funciones y competencias.

	
•  Corresponden al Departamento de Gestión Tributaria, las siguientes funciones y competencias:


a) La dirección, planificación y coordinación de las actuaciones y procedimientos de gestión tributaria y del ejercicio de la potestad sancionadora vinculada a los mismos, así como del ejercicio de la potestad sancionadora vinculada a las actuaciones de inspección tributaria relativas a la aplicación de regímenes objetivos de tributación y al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones correspondiente a los no residentes desarrolladas por las unidades y áreas que se determinen en la correspondiente resolución de la Presidencia de la Agencia, salvo que estén atribuidas o sean relativas a los tributos o derechos encomendados a otras áreas funcionales.

b) La propuesta de los instrumentos de planificación de actuaciones, resultados y objetivos en materia de gestión tributaria que no corresponda a otras áreas funcionales, así como el seguimiento y control de su cumplimiento y la adopción de medidas o instrucciones que aseguren su ejecución, en el marco de la planificación general de la Agencia.

c) La elaboración, propuesta, seguimiento y control del programa de devoluciones en el ámbito de los procedimientos tramitados por las unidades de gestión tributaria.

d) La elaboración de informes y estadísticas sobre las actuaciones de los órganos de gestión tributaria y la formulación de previsiones.

e) La elaboración de proyectos de disposiciones sobre los modelos y procedimientos de presentación de las autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones o solicitudes tributarias, así como la elaboración de publicaciones, manuales y guías de cumplimentación dirigidos a facilitar la aplicación de los tributos que no corresponda a otras áreas funcionales.

f) La práctica de los requerimientos de ratificación de imputaciones que sean procedentes dentro de su ámbito de competencias o a propuesta, petición o solicitud de otros órganos gestores que no sean competentes en el caso concreto, así como la iniciación, instrucción y resolución de los procedimientos sancionadores que pudieran derivar de tales actuaciones. Cuando se requiera la intervención de órganos de competencia nacional adscritos a otros Departamentos, canalizará la propuesta de las actuaciones que se consideren oportunas a los mismos.

g) La tramitación de las autorizaciones de simplificación de obligaciones en materia de facturación y libros-registro.

h) La tramitación del procedimiento para la admisión de sistemas de firma electrónica basados en certificados electrónicos de entidades prestadoras de servicios de certificación electrónica que sean válidos para las relaciones telemáticas con la Agencia.

i) En su ámbito de competencias y funciones, velar por la integridad, veracidad y actualización de la información y los servicios a los que puede accederse a través de la Sede electrónica de la Agencia, así como definir las especificaciones correspondientes a la actuación automatizada de la Agencia.

j) La dirección, programación, coordinación y control de las campañas de publicidad y de los servicios de información y asistencia tributaria, tanto cuando se realicen por vía presencial como cuando se empleen canales de comunicación no presencial, según la tecnología disponible en cada momento.

l) La dirección, programación y coordinación de la formación y mantenimiento del censo de obligados tributarios, del Registro de Operadores Intracomunitarios y del Registro de Devoluciones Mensuales, y demás actuaciones relativas a la información censal que no estén atribuidas a otras áreas funcionales.

m) La dirección, programación y coordinación del control de las obligaciones periódicas de obligados tributarios incluidos en el censo de empresarios, profesionales y retenedores en cuanto no corresponda a otras áreas funcionales.

n) La planificación, programación y seguimiento de los procedimientos de inspección tributaria y de la ejecución de tareas de control acerca de los contribuyentes susceptibles de aplicar regímenes objetivos de tributación.

ñ) La dirección, programación, coordinación y control de la ejecución de los procedimientos de gestión tributaria para la comprobación y, en su caso, regularización del cumplimiento de las obligaciones tributarias que sean competencia del área de gestión tributaria, incluidas las especificaciones para el desarrollo de las aplicaciones informáticas que sean necesarias.

o) La emisión de informes en materia técnico tributaria que no corresponda a otras áreas funcionales, con criterios generales dirigidos a los órganos de gestión tributaria para asegurar el tratamiento homogéneo y coordinado de los obligados tributarios, así como la gestión de los programas a través de los que se canalicen las consultas de dichos órganos.

q) La elaboración de propuestas normativas y la colaboración en la elaboración de los proyectos normativos que afecten a su ámbito funcional.

r) La tramitación de los procedimientos de declaración de lesividad de actos anulables y de los procedimientos de revocación en relación con los actos dictados por la Agencia en el ámbito funcional de gestión tributaria.

s) En relación con la tramitación de exenciones:


	
1.  La tramitación del procedimiento para declarar la exención del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas de determinados premios literarios, artísticos o científicos, así como para declarar la pérdida del derecho a su aplicación.

	
2.  La tramitación del procedimiento para declarar la exención del Impuesto sobre Sociedades de los rendimientos obtenidos por los partidos políticos en el ejercicio de sus explotaciones económicas propias, así como para tramitar la pérdida del derecho a su aplicación.



t) En relación con contribuyentes no residentes y no establecidos:


	
1.  El establecimiento de criterios generales relativos a la gestión de la tributación de no residentes que no corresponda a otras áreas funcionales.

	
2.  La gestión de los expedientes relativos a las exenciones o devoluciones del Impuesto sobre el Valor Añadido a no establecidos, representaciones diplomáticas y consulares y organismos internaciones.

	
3.  La gestión y el control de los sujetos pasivos del Impuesto sobre el Valor Añadido no establecidos en el territorio de aplicación del impuesto que realicen operaciones sujetas al mismo y no tengan obligación de nombrar representante, sin perjuicio de las competencias de comprobación e investigación que correspondan a otros órganos en el ámbito de competencias del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria o de la Delegación Central de Grandes Contribuyentes.

	
4.  Las actuaciones y procedimientos de gestión e inspección en relación con el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones cuando las mismas no se encuentren cedidas a las Comunidades Autónomas, ni corresponda su gestión a las Delegaciones de la Agencia de Ceuta y de Melilla, sin perjuicio de las competencias de comprobación e investigación que correspondan a otros órganos en el ámbito de competencias del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria o de la Delegación Central de Grandes Contribuyentes.

	
5.  La gestión y control de las autoliquidaciones del Impuesto sobre la Renta de No Residentes cuando la presentación deba realizarse ante la Oficina Nacional de Gestión Tributaria o ante las Delegaciones o Administraciones de la Agencia, conforme a lo dispuesto en la orden ministerial reguladora de los modelos de autoliquidación para declarar las rentas obtenidas sin mediación de establecimiento permanente.

	
6.  La gestión del régimen opcional para contribuyentes residentes en otros Estados miembros de la Unión Europea, en el Impuesto sobre la Renta de los No Residentes.

	
7.  La gestión y control del Impuesto sobre el Patrimonio por obligación real, sin perjuicio de las competencias de comprobación e investigación que correspondan a otros órganos en el ámbito de competencias del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria o de la Delegación Central de Grandes Contribuyentes.

	
8.  La gestión y el control de las declaraciones y autoliquidaciones en las que se deben declarar y, en su caso, ingresar retenciones e ingresos a cuenta sobre rentas obtenidas sin mediación de establecimiento permanente por obligados tributarios no residentes, sin perjuicio de las competencias de comprobación e investigación que correspondan a otros órganos en el ámbito de competencias del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria o de la Delegación Central de Grandes Contribuyentes.

	
9.  La iniciación, instrucción y resolución de los procedimientos sancionadores que deriven de las actuaciones y procedimientos citados en los ordinales anteriores de esta letra.



u) La gestión de los regímenes especiales del Impuesto sobre el Valor Añadido aplicables a las ventas a distancia y a determinadas entregas interiores de bienes y prestaciones de servicios, así como la iniciación, instrucción y resolución de los procedimientos sancionadores que deriven de tales actuaciones y procedimientos, sin perjuicio de las competencias de comprobación e investigación que correspondan a otros órganos en el ámbito de competencias del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria o de la Delegación Central de Grandes Contribuyentes.

v) La expedición centralizada de certificados tributarios en el ámbito de su competencia.

x) La asistencia a las reuniones que, en el marco de las relaciones internacionales de la Agencia, le corresponda por razón de la materia.

y) La gestión y el control del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados cuando la misma no se encuentre cedida a las Comunidades Autónomas y no corresponda a las Delegaciones de la Agencia en Ceuta y en Melilla, así como la iniciación, instrucción y resolución de los procedimientos sancionadores que deriven de tales actuaciones y procedimientos.

z) Cualesquiera otras funciones y competencias que le atribuyan la normativa legal y reglamentaria y demás disposiciones que sean de aplicación.

	
•  Además de las funciones y competencias que corresponden al Departamento de Gestión Tributaria, al titular del Departamento se le atribuyen específicamente las siguientes competencias:


a) El otorgamiento de autorizaciones en materia de facturación y libros registro.

b) La homologación de vehículos de exclusiva aplicación industrial, comercial, agraria, clínica o científica.

c) La autorización de la presentación conjunta en un documento de declaraciones liquidaciones de diversos sujetos pasivos sobre el Impuesto sobre el Valor Añadido.

d) La autorización para la conservación de facturas o documentos sustitutivos en formato electrónico en países terceros no pertenecientes a la Unión Europea o con los cuales no existe un instrumento jurídico de asistencia mutua, cuando la conservación se realice por un tercero.

e) La iniciación del procedimiento sancionador para la imposición de sanciones no pecuniarias derivado de actuaciones de gestión tributaria y de actuaciones inspectoras en su ámbito de competencias.

f) Cuando resulte adecuado para el desarrollo del plan de control tributario, acordar la extensión de las competencias de los órganos del área de gestión tributaria de una Delegación Especial al ámbito territorial de otras Delegaciones Especiales, oídos los Delegados Especiales afectados.

g) Autorizar la colaboración de funcionarios de los órganos integrados en el Departamento en el desarrollo de actuaciones propias de otros órganos de la Agencia.

h) La autorización del Número de Identificación Fiscal a órganos administrativos.

i) La iniciación y la resolución de los procedimientos de comprobación del domicilio fiscal cuando el domicilio declarado y aquel al que se promueve su traslado se encuentren en el ámbito territorial de distintas Delegaciones Especiales.

j) La tramitación de los procedimientos de revisión de actos nulos de pleno derecho y la iniciación de los procedimientos de declaración de lesividad de actos anulables en relación con los actos dictados por la Agencia en el ámbito funcional de gestión tributaria, así como la propuesta de iniciación del procedimiento de declaración de lesividad de actos anulables y de revocación, en relación con los actos dictados por órganos ajenos a la Agencia.

k) En relación con el reconocimiento de exenciones:


	
1.  El acuerdo por el que se resuelva sobre la exención del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas de determinados premios literarios, artísticos o científicos, así como la declaración de la pérdida del derecho a su aplicación.

	
2.  El acuerdo por el que se resuelva sobre la exención del Impuesto sobre Sociedades de los rendimientos obtenidos por los partidos políticos en el ejercicio de sus explotaciones económicas propias, así como la declaración de la pérdida del derecho a su aplicación.

	
3.  La emisión del certificado que acredite la exclusión de las rentas exentas de los partidos políticos de la obligación de estar sometidas a retención o ingreso a cuenta.

	
4.  La resolución por la que se determinan los medios y las formas para acreditar la condición de entidad totalmente exenta del Impuesto sobre Sociedades.



l) La emisión del informe preceptivo sobre la concurrencia de los requisitos legales exigibles en el procedimiento de declaración de utilidad pública de asociaciones.

m) Dar traslado de lo actuado al Servicio Jurídico de la Agencia en los casos de inobservancia de la obligación de prestar al personal integrado en el Departamento el apoyo, concurso, auxilio y protección que le sea necesario para el ejercicio de sus funciones, por las autoridades, titulares de los órganos del Estado, de las Comunidades Autónomas y Entidades Locales y, en general, por quienes ejerzan funciones públicas.

n) Cualesquiera otras funciones y competencias que le atribuya la normativa legal y reglamentaria y demás disposiciones que sean de aplicación.







2.4. Oficina Nacional de Gestión Tributaria


 La Oficina Nacional de Gestión Tributaria ejerce sus competencias sobre todo el territorio nacional, en relación con los procedimientos cuya resolución corresponde a la Dirección del Departamento de Gestión Tributaria y los que especialmente le atribuye la Resolución de 13 de enero de 2021, organizándose en dos Áreas, la Ejecutiva General y la de No Residentes, a las que corresponde el ejercicio de las siguientes competencias en el ámbito de la gestión de los tributos:

1. Corresponde al Área Ejecutiva General:


	
a)  La gestión y el control de las retenciones e ingresos a cuenta y de las declaraciones informativas de aquellos obligados de especial trascendencia previamente adscritos de manera formal a la Oficina por el Director del Departamento.

	
b)  La gestión de los expedientes relativos a exenciones o devoluciones del Impuesto sobre el Valor Añadido a no establecidos, representaciones diplomáticas y consulares y organismos internacionales, sin perjuicio de las competencias atribuidas a los órganos dependientes del Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales en relación con la aplicación de las exenciones del Impuesto sobre el Valor Añadido en las importaciones de bienes.

	
c)  Las actuaciones y procedimientos de gestión e inspección en relación con el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones cuando las mismas no se encuentren cedidas a las Comunidades Autónomas, ni corresponda su gestión a las Delegaciones de la Agencia Estatal de Administración Tributaria de Ceuta y Melilla, así como la iniciación, instrucción y resolución de los procedimientos sancionadores que deriven de tales actuaciones o procedimientos, sin perjuicio de las competencias de comprobación e investigación que correspondan a otros órganos en el ámbito de competencias del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria o de la Delegación Central de Grandes Contribuyentes. A estos efectos, el Área Ejecutiva de la Oficina Nacional de Gestión Tributaria tendrá el carácter de órgano de inspección y el Jefe de la citada Oficina la consideración de Inspector-Jefe, de acuerdo con lo establecido en los artículos 59.1, 61.2 y 166.1 del Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, del Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos.

	
d)  La gestión de los regímenes especiales del Impuesto sobre el Valor Añadido aplicables a las ventas a distancia y a determinadas entregas interiores de bienes y prestaciones de servicios, así como la iniciación, instrucción y resolución de los procedimientos sancionadores que deriven de tales actuaciones y procedimientos, sin perjuicio de las competencias de comprobación e investigación que correspondan a otros órganos en el ámbito de competencias del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria o de la Delegación Central de Grandes Contribuyentes.

	
e)  La gestión y el control de los sujetos pasivos del Impuesto sobre el Valor Añadido no establecidos en el territorio de aplicación del impuesto que realicen operaciones sujetas al mismo y no tengan obligación de nombrar representante, sin perjuicio de las competencias de comprobación e investigación que correspondan a otros órganos en el ámbito de competencias del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria o de la Delegación Central de Grandes Contribuyentes.

	
f)  El acuerdo centralizado de devoluciones tributarias resultantes de aquellos procedimientos iniciados mediante la presentación de autoliquidación, declaración, solicitud o comunicación, siempre que su gestión no se realice por otros órganos de Gestión Tributaria.

	
g)  La gestión centralizada de aquellos procedimientos que exijan el tratamiento masivo de datos o la tramitación por medios telefónicos o telemáticos, cuando se haya acordado por el Director del Departamento.

	
h)  La práctica de los requerimientos de ratificación de imputaciones que sean procedentes dentro de su ámbito de competencias o a propuesta, petición o solicitud de otros órganos gestores que no sean competentes en el caso concreto, así como la iniciación, instrucción y resolución de los procedimientos sancionadores que pudieran derivar de tales actuaciones. Cuando se requiera la intervención de órganos de competencia nacional adscritos a otros departamentos, canalizará la propuesta de las actuaciones que se consideren oportunas a los mismos.

	
i)  La gestión y control del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados cuando la misma no se encuentre cedida a las Comunidades Autónomas y no corresponda a las Delegaciones de la Agencia Estatal de Administración Tributaria en Ceuta y en Melilla, así como la iniciación, instrucción y resolución de los procedimientos sancionadores que deriven de tales actuaciones y procedimientos.



2. Corresponde al Área de No Residentes:


	
a)  La gestión del régimen opcional para contribuyentes residentes en otros Estados miembros de la Unión Europea, en el Impuesto sobre la Renta de No Residentes.

	
b)  La gestión y control de las autoliquidaciones del Impuesto sobre la Renta de No Residentes cuando la presentación deba realizarse ante la Oficina Nacional de Gestión Tributaria o ante las Delegaciones o Administraciones de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, conforme a lo dispuesto en la orden ministerial reguladora de los modelos de autoliquidación para declarar las rentas obtenidas sin mediación de establecimiento permanente.

	
c)  La gestión y el control de las declaraciones y autoliquidaciones en las que se deben declarar y, en su caso, ingresar retenciones e ingresos a cuenta sobre rentas obtenidas sin mediación de establecimiento permanente por obligados tributarios no residentes, sin perjuicio de las competencias de comprobación e investigación que correspondan a otros órganos en el ámbito de competencias del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria o de la Delegación Central de Grandes Contribuyentes.

	
d)  La gestión y control del Impuesto sobre el Patrimonio por obligación real, sin perjuicio de las competencias de comprobación e investigación que correspondan a otros órganos en el ámbito de competencias del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria o de la Delegación Central de Grandes Contribuyentes.

	
e)  La iniciación, instrucción y resolución de los procedimientos sancionadores que pudieran derivar de las actuaciones anteriores.









2.5. Administraciones de asistencia Digital Integral y Unidad Central de Información y Asistencia Digital


 Por último, hay que hacer referencia a las funciones que desarrollarán las Administraciones de asistencia Digital Integral en el ámbito de la Gestión tributaria y la Unidad Central de Información y Asistencia Digital que se integra en la Subdirección General de Información y Asistencia del Departamento de Gestión Tributaria. Si bien no ejercen funciones en cuanto a la gestión de los tributos, realizan una de las labores fundamentales que se llevan a cabo en el ámbito de Gestión Tributaria, la información y asistencia a los obligados tributarios.

Con ellas se pretende potenciar los servicios de información y asistencia prestados a los contribuyentes, priorizando el uso de las nuevas tecnologías frente a los medios tradicionales de asistencia presencial, para conseguir una mayor eficacia y permitir una asignación más eficiente de los recursos materiales y humanos disponibles. Se trata de un nuevo modelo de asistencia al contribuyente, que se materializa, entre otras cuestiones, en la creación de las denominadas «Administraciones de asistencia Digital Integral» (ADIs), como plataformas dirigidas a prestar servicios de información y asistencia por medios electrónicos, mediante la utilización de canales de comunicación no presenciales. Estas Administraciones de nueva creación se convierten en una nueva categoría de Administraciones, dado que realizarán sus actuaciones respecto de contribuyentes de todo el territorio nacional, con independencia de dónde se ubiquen, sin que, por tanto, proceda asignarles un ámbito geográfico específico.

En la Resolución de 13 de enero de 2021, de la Presidencia de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, sobre organización y atribución de funciones en el ámbito de competencias del Departamento de Gestión Tributaria, se recogen las funciones que desarrollarán las Administraciones de asistencia Digital Integral en el ámbito de la Gestión tributaria y la Unidad Central de Información y Asistencia Digital que se integra en la Subdirección General de Información y Asistencia del Departamento de Gestión Tributaria.


	
•  La Unidad Central de Información y Asistencia Digital ejercerá sus funciones a través de dos áreas que abarcarán, de un lado, el diseño y mantenimiento de las herramientas de asistencia digital al contribuyente y la supervisión de las funciones de las Administraciones de asistencia Digital Integral en el ámbito de la Gestión Tributaria y, de otro, la realización directa de funciones de información y asistencia tributaria a través de canales de comunicación no presenciales.

	
•  En cuanto a las Administraciones de asistencia Digital Integral, en el ámbito de la Gestión Tributaria les corresponderá, bajo la coordinación y supervisión de la Unidad Central de Información y Asistencia Digital:
	
a) Difundir información tributaria general a través de canales de comunicación no presencial.

	
b)  Realizar actuaciones de asistencia no presencial en el cumplimiento de obligaciones tributarias, tales como la asistencia en la confección y presentación de solicitudes, declaraciones y autoliquidaciones.

	
c)  Realizar actuaciones de asistencia no presencial en el curso de procedimientos tributarios, tanto en la aclaración de las dudas que se susciten como, en su caso, en la cumplimentación de trámites.

	
d)  La contestación de solicitudes de información formuladas por escrito.

	
e)  La información y asistencia tributaria no presencial en aquellos otros casos en que lo decida el Subdirector General de Información y Asistencia Tributaria.













2.6. Las Dependencias Regionales de Gestión Tributaria


 1.  Estructura territorial, competencia territorial y ámbito de actuación

La Dependencia Regional de Gestión Tributaria extenderá su competencia a todos los obligados tributarios con domicilio fiscal en el ámbito territorial de la correspondiente Delegación Especial de la AEAT, sobre los que no ejerzan su competencia la DCGC o las URGGE’s, pudiendo las unidades en las que aquélla se organiza, cualquiera que sea su sede, desarrollar sus actuaciones en todo este ámbito territorial. Las Dependencias Regionales de Gestión Tributaria ejercerán sus funciones a través de su sede principal, ubicada en la respectiva Delegación Especial de la AEAT, y de las sedes ubicadas en las Delegaciones y Administraciones de la AEAT del ámbito territorial de la correspondiente Delegación Especial.

Sin perjuicio de ello, las Dependencias Regionales de Gestión Tributaria extenderán asimismo su competencia sobre los siguientes obligados tributarios:


	
a)  Los obligados tributarios domiciliados en el ámbito territorial de otras Delegaciones Especiales de la Agencia Tributaria cuando así lo acuerde el titular del Departamento de Gestión Tributaria, a propuesta del titular de la Delegación Especial, oídos los demás Delegados Especiales correspondientes.

	
b)  Los obligados tributarios que, sin estar domiciliados en el ámbito territorial de la respectiva Delegación Especial o estando adscritos a la Delegación Central de Grandes Contribuyentes o a las Unidades de Gestión de Grandes Empresas del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria, sean partes intervinientes en la operación objeto de un procedimiento sancionador, derivado del incumplimiento de las limitaciones a los pagos en efectivo, junto con otras personas o entidades sobre las que la Dependencia Regional de Gestión Tributaria tenga competencia de acuerdo con lo establecido en los párrafos anteriores.



El domicilio fiscal actual es el criterio a tener en cuenta para la adscripción de cada obligado tributario a un determinado órgano gestor, tal y como se desprende del artículo 59 del RGIAT 2007. Si se produce el cambio de domicilio fiscal de un obligado tributario, y como consecuencia del mismo queda adscrito al ámbito de otro órgano, todas las funciones de gestión tributaria en relación con el obligado tributario se ejercerán a partir de ese momento por el órgano correspondiente al nuevo domicilio fiscal, incluida la comprobación de ejercicios anteriores. Si el cambio de domicilio se produce durante la tramitación de los expedientes, todos los procedimientos que se encuentren en curso de tramitación a la fecha de la efectividad del cambio de domicilio fiscal, serán remitidos junto con los antecedentes que sean necesarios, por el órgano correspondiente del antiguo domicilio al nuevo órgano competente, siendo éste el que se ocupe de su continuación y finalización.


ATENCIÓN Este mismo criterio se aplicará a los obligados tributarios que queden adscritos o dejen de estar adscritos, al ámbito de las Unidades Regionales de Gestión de Grandes Empresas o a la Delegación Central de Grandes Contribuyentes, siendo el nuevo órgano competente el que se encargará de la tramitación de la totalidad de expedientes de gestión tributaria.



No obstante, cuando se trate de procedimientos de gestión iniciados de oficio con anterioridad a la comunicación del nuevo domicilio, dicha comunicación surtirá efectos en relación con la competencia de la nueva Dependencia Regional de Gestión Tributaria, al mes siguiente de su presentación, salvo que durante dicho plazo la Administración tributaria inicie un procedimiento de comprobación de la procedencia del cambio de domicilio, en cuyo caso todos los procedimientos de gestión tributaria iniciados de oficio antes de la referida comunicación se continuarán y finalizarán por el órgano que los viniese tramitando en tanto no se resuelva el expediente de comprobación del cambio de domicilio, lo cual no impedirá que la Administración tributaria pueda iniciar en cualquier otro momento un procedimiento de comprobación del domicilio fiscal del obligado tributario.

2.  Funciones

Corresponden a las Dependencias Regionales de Gestión Tributaria, además de las funciones de planificación y selección, de coordinación de la información y asistencia tributaria y de técnica tributaria, las siguientes funciones ejecutivas, salvo que correspondan a otros órganos:


	
a)  La información y asistencia al contribuyente y la contestación de las cuestiones que se presenten por escrito, en el marco de las funciones recogidas en este apartado, en los casos en que estas funciones no se realicen por la Unidad Central de Información y Asistencia Digital o por las Administraciones de asistencia Digital Integral.

	
b)  El apoyo a las Administraciones de asistencia Digital Integral, cuando así se solicite por el Director del Departamento de Gestión Tributaria y con la coordinación de los correspondientes Delegados Especiales.

	
c)  La emisión de certificados tributarios.

	
d)  La formación y mantenimiento de los censos tributarios.

	
e)  La formación y mantenimiento del Registro de Devolución Mensual del Impuesto sobre el Valor Añadido (REDEME) y del Registro de Operadores Intracomunitarios (ROI), así como la realización de las actuaciones de control correspondientes al censo de contribuyentes inscritos en los mismos.

	
f)  La gestión del sistema de cuenta corriente en materia tributaria.

	
g)  La gestión de los beneficios fiscales solicitados por los contribuyentes. En particular, el reconocimiento previo de la no sujeción y la exención en los supuestos previstos en la normativa reguladora del Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.

	
h)  La gestión, inspección y control integral de los contribuyentes en régimen de estimación objetiva del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de los regímenes especiales simplificado, de la agricultura, ganadería y pesca y del recargo de equivalencia, del Impuesto sobre el Valor Añadido.

	
i)  El control del cumplimiento de la obligación de presentar declaraciones y autoliquidaciones tributarias y de otras obligaciones formales establecidas en el marco del ordenamiento jurídico vigente.

	
j)  La comprobación de los datos consignados en las declaraciones y autoliquidaciones presentadas.

	
k)  La tramitación y resolución del procedimiento de devolución, del procedimiento iniciado mediante declaración y del procedimiento iniciado mediante solicitud de rectificación de autoliquidación.

	
l)  La práctica de los requerimientos que sean procedentes dentro de su ámbito territorial y funcional de competencias.

	
m)  El inicio, tramitación y resolución de los procedimientos de verificación de datos, comprobación de valores y comprobación limitada y, en su caso, la práctica de las liquidaciones provisionales que se puedan derivar de dichas actuaciones, así como la práctica de la liquidación de los intereses de demora.

	
n)  El inicio, tramitación y resolución de los expedientes de imposición de sanciones por infracciones tributarias en vía de gestión tributaria.

	
ñ)  El inicio, tramitación y resolución de los expedientes sancionadores derivados del incumplimiento de las limitaciones a los pagos en efectivo.

	
o)  El inicio, tramitación y resolución de los procedimientos de liquidación de los recargos por presentación extemporánea sin requerimiento previo.

	
p)  La tramitación y resolución de los recursos de reposición contra actos dictados por la Dependencia Regional y de los demás recursos y reclamaciones que le atribuya la legislación vigente y cuya resolución no corresponda a otros órganos.

	
g)  La ejecución de las resoluciones judiciales o económico-administrativas, relativas a actos dictados por la Dependencia Regional.

	
r)  La realización de cualquier otra actuación o procedimiento de gestión tributaria establecidos en la normativa aplicable que no correspondan a otros órganos de Gestión Tributaria.



3.  Equipos y Grupos de Gestión Tributaria

Para el ejercicio de sus funciones se crearán los Equipos de Gestión Tributaria y los Grupos de Gestión Tributaria que se consideren necesarios en la Oficina Nacional de Gestión Tributaria, en la Unidad Central de Información y Asistencia Digital, en las distintas sedes de las Dependencias Regionales de Gestión Tributaria y en las Administraciones de asistencia Digital Integral.

En el caso de las Dependencias Regionales de Gestión Tributaria solo será necesaria la creación de Equipos o Grupos de Gestión Tributaria para el ejercicio de sus funciones ejecutivas.







2.7. Otros órganos de la AEAT con competencias en materia de gestión tributaria


 Además de los órganos gestores propiamente dichos, dependientes del Departamento de Gestión Tributaria, existen otros órganos con competencias en materia de gestión tributaria y que por tanto tienen la consideración de órganos de gestión tributaria a los efectos del artículo 116 del RGIAT 2007, como las Unidades Regionales de Gestión de Grandes Empresas adscritas a las Dependencias Regionales de Inspección, la Delegación Central de Grandes Contribuyentes, y en su ámbito específico, el Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales.

1.  Unidades Regionales de Gestión de Grandes Empresas

Las Unidades de Gestión de Grandes Empresas (UGGE) se encuentran adscritas a las Dependencias Regionales de Inspección, integradas en las Delegaciones Especiales de la AEAT. Según la Resolución de 24 de marzo de 1992, de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, sobre organización y atribución de funciones a la inspección de los tributos en el ámbito de la competencia del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria les corresponde el ejercicio de las funciones de gestión tributaria atribuidas a dicha Dependencia y la adopción de los acuerdos y actos correspondientes, en relación con los obligados tributarios con domicilio fiscal en el ámbito de la respectiva Delegación Especial, en los que concurra alguna de las siguientes circunstancias y sobre los que la Delegación Central de Grandes Contribuyentes no ejerza su competencia:


	
a)  Que su volumen de operaciones calculado conforme a lo dispuesto en el artículo 121 de la LIVA 1992, hubiera excedido durante el año natural inmediato anterior la cifra de 6.010.121,04 €.

	
b)  Que así lo ordene el Delegado Especial de la AEAT, previo informe favorable de los Directores de los Departamentos de Gestión Tributaria e Inspección Financiera y Tributaria, en atención a la importancia o complejidad de sus operaciones en el ámbito de la Delegación Especial respectiva o por su vinculación o relación con otros obligados a los que extienda su competencia la URGGE.

	
c)  Que se trate de entidades representantes de un grupo que tribute en el régimen de consolidación fiscal del Impuesto sobre Sociedades o de entidades dominantes que tributen en el régimen especial del grupo de entidades del IVA que haya ejercitado la opción del artículo 163 sexies-cinco LIVA 1992.Estas entidades continuarán adscritas a la URGGE, en caso de que dejen de tributar por los citados regímenes especiales y aun cuando no tengan la condición de gran empresa, hasta el año natural siguiente al que se produzca la presentación del modelo de declaración consolidada o agregada del grupo correspondiente al último periodo de vigencia de los citados regímenes.





Las URGGE tendrán en este ámbito las competencias atribuidas a las Dependencias Regionales de Gestión Tributaria (Resolución de 13 de enero de 2021, de la Presidencia de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, sobre organización y atribución de funciones en el ámbito de competencias del Departamento de Gestión Tributaria) y, en general, las propias del ámbito de la gestión tributaria.

El Jefe de la Dependencia Regional de Inspección y los Inspectores Regionales Adjuntos ejercen respecto a los obligados tributarios adscritos a las URGGE, las competencias de gestión atribuidas a los Jefes de Dependencia Regional de Gestión Tributaria.

No obstante, los obligados tributarios adscritos a la URGGE podrán, en cualquier caso, presentar sus declaraciones, recursos, consultas y cualquier otro documento con trascendencia tributaria en la Delegación o Administración que corresponda a su domicilio fiscal.

2.  Delegación Central de Grandes Contribuyentes (DCGC)

Según la Resolución de 13 de enero de 2021, de la Presidencia de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que se establece la estructura orgánica de la Delegación Central de Grandes Contribuyentes, esta ejerce respecto de los obligados tributarios adscritos a la misma, en todo el territorio nacional dentro de su ámbito de actuación, las competencias y funciones propias de la AEAT para la aplicación del sistema tributario estatal y el aduanero y para el ejercicio de la potestad sancionadora, salvo que se atribuyan expresamente a otros órganos de la AEAT, así como la gestión recaudatoria de los demás recursos de naturaleza pública que corresponda a la Agencia conforme a la normativa vigente.

Como excepción, las funciones de gestión aduanera, gestión e intervención de Impuestos Especiales y gestión de los demás tributos sobre los que ejerce su competencia el Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales, respecto a los obligados tributarios adscritos a la Delegación Central de Grandes Contribuyentes, se realizarán por los órganos territoriales de la AEAT.

Mediante esta nueva Resolución, por la que se deroga la de 26 de diciembre de 2005, se establecen nuevos criterios de adscripción y desadscripción de contribuyentes.

Obligados tributarios adscritos a la DCGC

En cuanto al ámbito de actuación de la DCGC, el ejercicio de sus competencias y funciones se realizará en relación con los siguientes obligados tributarios:

1. La DCGC podrá ejercer sus funciones y competencias respecto a:


	
a)  Las personas jurídicas y entidades cuyo volumen de operaciones a efectos del IVA y, en su caso, del IGIC o del Impuesto sobre la Producción, los Servicios y la Importación en las Ciudades de Ceuta y Melilla haya superado los doscientos millones de euros durante dos ejercicios consecutivos. En los supuestos de transmisión de la totalidad o parte de un patrimonio empresarial o profesional, se considerará como volumen de operaciones del adquirente, el resultado de añadir al realizado por éste durante los citados ejercicios, el volumen de operaciones realizado durante el mismo período por el transmitente con relación a la parte de su patrimonio transmitida.Cuando el volumen de operaciones haya sido inferior a doscientos millones de euros durante dos ejercicios consecutivos, cesará la adscripción, salvo que se cumplan las condiciones previstas en la letra b) siguiente o concurra alguna de las circunstancias previstas en el número 2 de este apartado que justifique la necesidad de que se mantenga la adscripción. 

Con independencia de su volumen de operaciones, no se incluirá en el ámbito de actuación de la DCGC a las Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía y a las Entidades Locales, así como a los organismos públicos y demás entidades de derecho público vinculados o dependientes de aquellas, salvo que se adscriban expresamente.



	
b)  Las personas jurídicas y entidades cuyo volumen de información suministrado a la Administración tributaria, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 93.1.a de la LGT 2003, haya superado los veinte mil registros durante dos ejercicios consecutivos y cuyo ámbito de actuación exceda del de una Comunidad Autónoma o Ciudad con Estatuto de Autonomía. Cuando el volumen de información suministrado sea inferior a veinte mil registros durante dos ejercicios consecutivos, cesará la adscripción, salvo que se cumplan las condiciones previstas en la letra a) anterior o concurra alguna de las circunstancias que justifique la necesidad de que se mantenga la adscripción, que se detallan en el número 2 siguiente.La adscripción a la DCGC de los obligados tributarios indicados en este número se realizará por resolución del titular de la Delegación Central, que será notificada al obligado tributario y comunicada a la Delegación Especial de la Agencia Tributaria a la que aquél estaba adscrito hasta ese momento. De igual modo, cuando dejen de concurrir las circunstancias que originaron su adscripción a la DCGC y no se encuentren incluidas en ninguno de los supuestos que justifiquen el mantenimiento de la adscripción, el titular de esta Delegación notificará a las personas jurídicas y entidades correspondientes que quedan excluidas de su ámbito de actuación, y se lo comunicará a la Delegación Especial de la Agencia Tributaria que corresponda por razón del domicilio fiscal de la persona jurídica o entidad.





2. Además de los sujetos anteriores, la DCGC puede extender sus competencias en relación con aquellos obligados tributarios en los que concurra alguna de las siguientes circunstancias que aconsejen su adscripción:


	
a)  Personas físicas cuya renta, a efectos del IRPF del último período impositivo cuyo plazo de presentación de declaración hubiera finalizado, supere 3 millones de euros o que el valor de sus bienes y derechos, incluidos los exentos, a efectos del Impuesto sobre el Patrimonio, exceda de 30 millones de euros.

	
b)  Que ejerzan sus actividades en todo o gran parte del territorio nacional.

	
c)  Que presenten posición destacada en un sector económico.

	
d)  Que tributen en régimen de consolidación fiscal en el IS o por el régimen especial del grupo de entidades del IVA, en cuyo caso, podrán adscribirse todas o parte de las empresas del grupo.

	
e)  Que las operaciones que realicen revistan especial importancia o complejidad en el ámbito nacional.

	
f)  Que se encuentren relacionados con otros obligados tributarios ya adscritos a la DCGC.

	
g)  Que se encuentren integrados en los supuestos de ligas profesionales previstos en la Ley del Deporte.

	
h)  Que se trate de entidades aseguradoras en liquidación cuando esta función sea asumida por el Consorcio de Compensación de Seguros.

	
i)  Que presenten indicios de fraudes especialmente graves, complejos o con características de implantación territorial, por los que resulte conveniente su investigación de forma centralizada.

	
j)  Que presenten una especial complejidad en cuanto a su gestión recaudatoria o indicios de conductas fraudulentas en el ámbito recaudatorio, con especial atención a la utilización de sociedades interpuestas y negocios simulados.

	
k)  Cuando por razones de eficacia, se considere necesaria la continuación de las actuaciones tributarias por la DCGC.



La adscripción de estos obligados tributarios a la DCGC se realizará por resolución del titular del Servicio de Planificación y Relaciones Institucionales de la Agencia Tributaria, a propuesta del titular de la DCGC, oídos los Departamentos afectados cuando concurra alguna de las circunstancias señaladas en las anteriores letras a), b), c), e), i) y j). Esta resolución se notificará al obligado tributario y se comunicará a la Delegación Especial de la Agencia Tributaria a la que aquél estaba adscrito hasta ese momento.

Cuando no concurran estas circunstancias que justifiquen el mantenimiento de su adscripción a la DCGC, el titular del Servicio de Planificación y Relaciones Institucionales, a propuesta del titular de la DCGC, acordará que los obligados tributarios queden excluidos del ámbito de actuación de la misma. Estas resoluciones se notificarán también al obligado tributario y a la Delegación Especial a la que aquél pasa a estar adscrito desde ese momento.

3. Desde el momento en el que se notifique a los obligados tributarios su adscripción a la DCGC, ésta ejercerá sus competencias sobre dichos obligados respecto a cualquier concepto impositivo y período no prescrito. Asimismo, desde el momento en que se notifique el fin de la adscripción, cesará la competencia de la DCGC.

4. Los órganos de la DCGC también serán competentes en relación con las obligaciones tributarias derivadas de los hechos imponibles realizados por personas físicas o jurídicas no residentes y sin establecimiento permanente en España cuando, en relación con dichos hechos imponibles, el representante, el depositario o gestor de los bienes o derechos, el pagador o retenedor de las rentas del no residente sea un obligado tributario adscrito a la DCGC.

Estructura de la DCGC

La DCGC está integrada por las Dependencias de Control Tributario y Aduanero, de Asistencia y Servicios Tributarios y de Gestión de Medios y Recursos.

La Dependencia de Asistencia y Servicios Tributarios, integrada por Unidades de Gestión y Equipos Nacionales de Recaudación, tendrá atribuidas, en el ámbito de actuación de la DCGC, las funciones de aplicación de los tributos cuya competencia corresponde a la Agencia Tributaria, a través de las actuaciones y procedimientos de gestión tributaria y de recaudación. Asimismo, le corresponderá el inicio, la tramitación y la resolución de los procedimientos sancionadores que se deriven de aquellas actuaciones y procedimientos. También realizará las funciones de gestión tributaria que correspondan en relación con las personas físicas y entidades no residentes en territorio español, a las que se ha hecho referencia en el número 4 anterior.

El titular de la Dependencia de Asistencia y Servicios Tributarios ejercerá, en el ámbito de actuación de la DCGC, las siguientes funciones y competencias en el ámbito de gestión tributaria:


	
• Asignar los expedientes y planificar y distribuir las tareas a realizar en los procedimientos de gestión tributaria por las Unidades de Gestión de la Dependencia.

	
• Planificar y coordinar las campañas de información y asistencia tributaria, difundiendo los criterios administrativos que formulen los centros competentes de la Agencia Tributaria.

	
• Planificar y coordinar las plataformas telefónicas de información y asistencia tributaria que se establezcan.

	
• Formular las propuestas de actos administrativos o de autorizaciones que deban ser dictados u otorgadas por el titular de la Delegación Central en materia de gestión tributaria.

	
• Dictar los siguientes actos y acuerdos:
	
- Las liquidaciones de las cuotas, intereses de demora y recargos que procedan de las actuaciones y procedimientos competencia de la Dependencia, así como la declaración de la prescripción del derecho a realizar tales liquidaciones.

	
- Las resoluciones de imposición de sanciones cuya instrucción hayan realizado las Unidades de Gestión de la Dependencia, salvo que resulte competente otro órgano.

	
- Las resoluciones de los acuerdos de rectificación de autoliquidaciones.

	
- La resolución de los demás procedimientos de gestión tributaria sobre los que la Dependencia resulte competente.





	
• Dictar cualesquiera otros actos de gestión tributaria cuya competencia no esté atribuida a ningún otro órgano.



Las Unidades de Gestión desarrollarán, con carácter general, las actuaciones y procedimientos de gestión tributaria atribuidos a la Dependencia de Asistencia y Servicios Tributarios. Los Jefes de estas Unidades podrán ejercer las funciones y competencias de gestión tributaria y de ejercicio de la potestad sancionadora respecto a los obligados tributarios que el titular de la Dependencia les asigne. Asimismo, ejercerán las siguientes funciones y competencias:


	
• La tramitación y formulación de las propuestas de resolución de los actos administrativos que deban ser dictados por el titular de la Dependencia o sus Adjuntos en materia de gestión tributaria, salvo que estén expresamente atribuidas a un órgano distinto, y elaborar las propuestas de resolución que el titular de la Dependencia deba elevar al titular de la Delegación Central.

	
• Dirigir las campañas de información y asistencia tributaria que se lleven a cabo, así como las plataformas telefónicas de información y asistencia tributaria que se establezcan.

	
• Instruir y, en su caso, formular las propuestas de resolución de los recursos y reclamaciones que se presenten contra cualquier acto de los procedimientos de gestión tributaria dictado por la Jefatura de la Dependencia, así como de los demás recursos y reclamaciones formulados en materia tributaria cuya resolución no corresponda a otros órganos o unidades administrativas.

	
• Formular los requerimientos de información o de otra naturaleza en los procedimientos de gestión tributaria competencia de la Dependencia.

	
• La formación y mantenimiento de los censos tributarios de la Delegación Central, así como la asignación y revocación del NIF de los obligados tributarios adscritos a la misma.



3.  Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales

Corresponde al Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales la dirección, planificación y coordinación de la gestión de los tributos y gravámenes que recaigan sobre el tráfico exterior, y de los recursos propios tradicionales del Presupuesto de la Unión Europea, de los regímenes aduaneros y fiscales que sean competencia de la AEAT, de la gestión de los Impuestos Especiales (excepto del Impuesto sobre determinados medios de transporte que corresponde al Departamento de Gestión Tributaria), así como de la gestión relativa a los regímenes aduaneros económicos, y de las áreas exentas, en todo lo que sea de la competencia de la AEAT.







2.8. Directrices Generales del Plan General de Control Tributario de la AEAT, en materia de gestión tributaria


 La AEAT despliega un amplio conjunto de actuaciones de prevención y control tributario y aduanero de diversa naturaleza e intensidad, que tiene como rasgo fundamental su carácter planificado y programado.

Entre los instrumentos de planificación de frecuencia anual dirigidos a la lucha contra el fraude, destaca, como instrumento básico, el Plan Anual de Control Tributario y Aduanero de la AEAT.

El Plan Anual de Control tiene carácter reservado, salvo en lo que afecta a las directrices generales que lo informan. Con este Plan se da cumplimiento a la obligación que establece el artículo 116 LGT 2003 de elaborar anualmente un plan de control tributario.

La Resolución de la Dirección General de la AEAT que en el primer trimestre de cada año se publica en el BOE, por la que se aprueban las Directrices Generales del Plan General de Control Tributario, únicamente recoge las líneas directrices de dicho Plan que se articula en torno a tres grandes ámbitos:


	
I.  Comprobación e investigación del fraude tributario y aduanero.

	
II.  Control del fraude en fase recaudatoria.

	
III.  Colaboración con las Administraciones tributarias de las Comunidades Autónomas.



Centrándonos en el ámbito de comprobación e investigación del fraude tributario y aduanero, hay que señalar que no se distingue expresamente entre las actuaciones de control intensivo y extensivo (las propias de los órganos del área de Gestión Tributaria), sino que dentro de este ámbito se realizarán distintas actuaciones de control, que tienen como objetivo la comprobación de las declaraciones presentadas por los contribuyentes y la investigación dirigida al descubrimiento de hechos o bases no declarados, al objeto de practicar las oportunas regularizaciones de la situación tributaria de los contribuyentes hasta alcanzar el cobro efectivo de las deudas y sanciones tributarias que resulten de dichas regularizaciones.

En este sentido y en relación con el control por parte de las diversas áreas de la AEAT, se utilizarán métodos coordinados de selección, que definan los colectivos de riesgo sobre los cuales actuarán cada una de las áreas. Por tanto, ha desaparecido la especificación de las líneas de actuación que corresponden a cada tipo de control a realizar (extensivo-intensivo) y en consecuencia a las áreas de Gestión e Inspección.

Las áreas prioritarias de control para las dependencias de la Gestión Tributaria, dentro del ámbito de comprobación e investigación del fraude tributario y aduanero, se detallan el Plan de control de cada año.








Capítulo II Obligaciones derivadas de la relación jurídico-tributaria






1. Concepto de relación jurídico-tributaria


 El ordenamiento jurídico tributario crea los tributos y regula su aplicación, dando lugar a una pluralidad compleja de vínculos y relaciones obligatorias, entre la Administración y los obligados tributarios, así como entre éstos últimos en algunos casos (obligaciones entre particulares resultantes del tributo), a la que podemos denominar relación jurídico-tributaria. El artículo 17 LGT 2003 la define como el conjunto de obligaciones y deberes, derechos y potestades, originados por la aplicación de los tributos, de la que pueden derivarse obligaciones tanto materiales como formales, ya sea para los obligados tributarios o para la Administración (además de las correspondientes sanciones en caso de incumplimiento).

1.  Son obligaciones de los obligados tributarios

a) Las siguientes obligaciones materiales:


	
–  La obligación principal, que tiene por objeto el pago de la cuota tributaria (artículos 19 a 22 LGT 2003).

	
–  La obligación de realizar pagos a cuenta, en concepto de pago fraccionado, retención o ingreso a cuenta (artículo 23 LGT 2003).

	
–  Las obligaciones entre particulares resultantes del tributo, como consecuencia de actos de repercusión, de retención o de ingreso a cuenta (artículo 24 LGT 2003).

	
–  Las obligaciones accesorias, entre las que se incluyen la obligación de satisfacer intereses de demora, los recargos por declaración extemporánea y los recargos del período ejecutivo (artículos 25 a 28 LGT 2003).



b) Las obligaciones formales definidas en el artículo 29.1 LGT 2003, entre las que cabe destacar la presentación de declaraciones censales, la solicitud y utilización del NIF, la presentación de declaraciones, autoliquidaciones y comunicaciones, la llevanza y conservación de libros y registros, las relativas a la facturación, la aportación a la Administración tributaria de libros, registros, documentos y cualquier otro dato o justificante con trascendencia tributaria, facilitar la práctica de inspecciones y comprobaciones, etc.

2.  Son obligaciones y deberes de la Administración Tributaria

Las obligaciones de contenido económico establecidas en la LGT, entre las que se incluyen la obligación de realizar las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, la de devolución de ingresos indebidos, la de reembolso de los costes de las garantías y la de satisfacer intereses de demora (artículos 30 a 33 LGT 2003).

Los deberes establecidos legalmente en relación con el desarrollo de los procedimientos tributarios.

3.  Obligaciones tributarias en el marco de asistencia mutua

Además de estas obligaciones y deberes, el artículo 17.4 LGT 2003 señala que en el marco de la asistencia mutua podrán establecerse obligaciones tributarias a los obligados tributarios, cualquiera que sea su objeto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 29 bis de la LGT 2003. A estos efectos, este último artículo señala que son obligaciones tributarias aquellas que derivan de la normativa sobre asistencia mutua.








2. Inalterabilidad de los elementos de la obligación tributaria


 Los elementos de la obligación tributaria no podrán ser alterados en virtud de actos o convenios que celebren los particulares (artículo 17.4 LGT 2003), que no producirán ningún tipo de efectos ante la Administración, sin perjuicio de las consecuencias que puedan generar entre ellos en el ámbito jurídico privado, en virtud del principio de autonomía de la voluntad recogido en el artículo 1.255 del Código Civil 1889.

El artículo 8 de la LGT 2003, establece el principio de reserva de ley como máxima garantía para la fijación de determinados elementos de la relación jurídico-tributaria, como la delimitación del hecho imponible o del devengo, la determinación del sujeto pasivo, de los obligados a retener o a repercutir, o a soportar la retención o la repercusión, la determinación de los supuestos que dan lugar a pagos a cuenta, etc., que por supuesto en ningún caso podrían ser alterados mediante lo pactado por las partes.


ATENCIÓN Los particulares que hayan celebrado algún pacto del que pueda resultar una modificación de los elementos de la obligación (la posición del sujeto pasivo, del obligado a retener o ingresar a cuenta, del momento del cumplimiento de la obligación, etc.,), podrán exigirse entre ellos el cumplimiento de lo convenido, pero jamás ante la Administración tributaria, ya que frente a ésta dichos pactos carecen de eficacia.



Por otra parte, hay que señalar que la Administración no puede disponer del crédito tributario generado en las obligaciones tributarias, salvo que la ley establezca otra cosa (artículo 18 LGT 2003). De este modo, únicamente cabe la condonación de la deuda tributaria o el establecimiento de exenciones, reducciones, rebajas o moratorias en los casos y en la forma establecidos por la ley, sin perjuicio de la existencia de algunas excepciones previstas en la propia LGT como los acuerdos previos de valoración (artículo 91 LGT 2003) o las actas con acuerdo (artículo 155 LGT 2003).


Casusística:



	
–  El principio de indisponibilidad de la obligación tributaria, consecuencia obligada de su naturaleza de obligación ex lege, encuentra su más inmediato reflejo en la falta de legitimación de quien asumió obligaciones de pago de tributos en virtud de pacto o convenio para interponer reclamaciones económico-administrativas sobre ellas. La Administración, pese a la existencia de cualquier pacto privado, deberá seguir exigiendo el tributo a quien sea sujeto pasivo de acuerdo con la ley y este será el constreñido a su ingreso y al cumplimiento del resto de las prestaciones materiales y formales que integran la obligación tributaria. Por tanto, no podrá alegar que un tercero ha asumido tal obligación por convenio concertado con él y, correlativamente, ese tercero tampoco podrá subrogarse en la posición del sujeto pasivo frente a la Administración. A lo sumo, y en su caso, el tercero podría, en el ámbito de la jurisdicción civil, formular la oportuna reclamación frente al sujeto pasivo con el que hubiere convenido la asunción de contingencias fiscales si es que estimara que dicho sujeto pasivo había pagado a la Administración indebidamente (STS 1-7-2002).

	
–  Los pactos o relaciones jurídicas entre la Universidad retenedora y la Junta de Andalucía, aunque ambas sean Administraciones Públicas, no tienen eficacia directa en la relación jurídico-tributaria Universidad-Administración del Estado. Por tanto, deberán calcularse intereses contando los días que transcurrieron desde que la Universidad debió efectuar el ingreso de las cantidades que debía retener a cuenta del IRPF de su personal hasta que efectuó el ingreso de la deuda principal (STS 17-4-2009).

	
–  Los beneficios fiscales no pueden quedar al arbitrio de la voluntad de las partes intervinientes en un acuerdo bilateral, aunque tal acuerdo se adopte por una Administración Pública, ya que de admitirse la disponibilidad de tales beneficios se estaría conculcándole principio de legalidad tributaria y su manifestación en la reserva de ley (STS 25-4-1995).












Capítulo III Obligados tributarios



1. Cuestiones generales






1.1. Concepto y clases de obligados tributarios


 La Ley General Tributaria dedica el capítulo II del Título II a los "Obligados tributarios".

Los obligados tributarios junto con la Administración, constituyen los dos elementos personales de la relación jurídico-tributaria. Tradicionalmente la doctrina, partiendo de la base de que la obligación principal que resultaba de la relación jurídico-tributaria era el pago de la deuda tributaria, había venido distinguiendo por una parte los sujetos deudores y por otra los sujetos activos acreedores. Sin embargo, esta terminología, en concreto la calificación de deudores, no permite abarcar los supuestos en que la obligación no consiste en una prestación material de pago (como el caso de aquellos a quienes la normativa tributaria impone el cumplimiento de obligaciones tributarias formales), por lo que resulta más adecuada la denominación de obligados tributarios para englobar la totalidad de sujetos que pueden resultar de la relación jurídico-tributaria.

Según el artículo 35 LGT 2003 los "Obligados tributarios" son las personas físicas, personas jurídicas y entidades, a las que la normativa tributaria impone el cumplimiento de las obligaciones tributarias. Este mismo artículo recoge una relación abierta de obligados tributarios, entre los que incluye:


	
-  Los sujetos pasivos, distinguiendo entre contribuyente y sustituto del contribuyente.

	
-  Los obligados a realizar pagos a cuenta, distinguiendo entre los obligados a realizar pagos fraccionados, los retenedores y los obligados a practicar ingresos a cuenta.

	
-  Los obligados en las obligaciones entre particulares resultantes del tributo, distinguiendo entre los obligados a repercutir, los obligados a soportar la repercusión, los obligados a soportar la retención y los obligados a soportar los ingresos a cuenta.

	
-  Los sucesores.

	
-  Los beneficiarios de supuestos de exención, devolución o bonificaciones tributarias, cuando no tengan la condición de sujetos pasivos.

	
-  Aquellos a quienes la normativa tributaria impone el cumplimiento de obligaciones tributarias formales.

	
-  Los responsables, ya sean solidarios o subsidiarios, a los que se refiere el artículo 41 LGT 2003.

	
-  Aquellos a los que se pueda imponer obligaciones tributarias conforme a la normativa sobre asistencia mutua.



El artículo 35.4 LGT 2003 establece la posibilidad de que puedan tener la consideración de obligados tributarios, en aquellas leyes en que así se establezca, las entidades que, carentes de personalidad jurídica, constituyan una unidad económica o un patrimonio separado susceptible de imposición. A título de ejemplo incluye las herencias yacentes y las comunidades de bienes (por ejemplo, una comunidad de propietarios). Por tanto, a priori, estas entidades sin personalidad jurídica no tienen la consideración de obligado tributario, sino que será la Ley propia de cada tributo la que en su caso les otorgue dicha condición. Así:


	
–  En el IVA, el artículo 84.3 de la LIVA 1992 les atribuye la condición de sujeto pasivo del citado impuesto.

	
–  En el IRPF no tienen la condición de sujeto pasivo (contribuyente), dado que según el artículo 8 de la LIRPF 2006, en este impuesto tributan los socios, miembros, comuneros o partícipes de la entidad, a través del régimen de atribución de rentas.Sin embargo, sí que se les atribuye la condición de obligado tributario en concepto de obligado a practicar retenciones e ingresos a cuenta, al señalar el artículo 99.2 de la LIRPF 2006 que las entidades en atribución de rentas (las del artículo 35.4 LGT 2003), que satisfagan o abonen rentas sujetas a este impuesto, estarán obligadas a practicar retención e ingreso a cuenta, en concepto de pago a cuenta del IRPF correspondiente al preceptor.



	
–  En el Impuesto sobre Sociedades, no tienen la consideración de contribuyente. Sin embargo, el artículo 128.1 LIS 2014 establece que las entidades, incluidas las comunidades de bienes y las de propietarios, que satisfagan o abonen rentas sujetas a este impuesto, estarán obligadas a retener o a efectuar ingresos a cuenta, en concepto de pago a cuenta.




Ejemplo:


Obligados tributarios: comunidades de bienes

La comunidad de propietarios de la manzana 23, en la que residen fundamentalmente jubilados, ha contratado un portero con un salario anual de 12.000 €. Dado que esta cantidad es muy elevada para los copropietarios, han decidido alquilar la azotea para que una empresa publicitaria instale un cartel, a cambio de 10.000 €. ¿Esto les genera alguna obligación tributaria?

Solución:


Por la contratación del portero la comunidad de propietarios se ha convertido en retenedora, dado que debe practicar retenciones a cuenta del IRPF sobre las retribuciones que le satisface.

Por el alquiler de la azotea para la instalación de un cartel publicitario, la comunidad de propietarios se ha convertido en sujeto pasivo del IVA, dado que todo arrendador tiene la consideración de empresario a efectos de este impuesto [artículos 5.uno.c) y 84.tres LIVA 1992].



La determinación de estos obligados tributarios se regulará en todo caso por ley. Por tanto, su posición no podrá ser alterada por los actos o convenios que éstos celebren con los particulares (artículo 17.4 LGT 2003), que no producirán efectos ante la Administración, sin perjuicio de sus consecuencias en el ámbito jurídico privado, en virtud del principio de autonomía de la voluntad (artículo 1.255 Código Civil 1889).


Casusística:



	
–  El contrato civil es acorde con el principio de autonomía de la voluntad establecido en el artículo 1255 Código Civil 1889, pero no afecta a la relación jurídico tributaria. El sujeto pasivo no podrá alegar frente a la Administración que un tercero ha asumido una obligación tributaria por convenio y correlativamente tampoco podrá subrogarse en la posición del sujeto pasivo frente a la Administración (STS 1-7-2002).

	
–  La posición del sujeto pasivo y demás elementos de la obligación no pueden ser alterados por actos o convenios con terceros, que no surten efectos ante la Administración, aunque sí pueden tener consecuencias jurídico-privadas (STS 22-7-1987, 15-7-1996, 7-10-1996).

	
–  El tercero que haya convenido con el sujeto pasivo la asunción de contingencias fiscales, podrá formular, en su caso, la oportuna reclamación en el ámbito de la jurisdicción civil (STS 1-7-2002).

	
–  La situación de responsabilidad subsidiaria no puede ser alterada por la voluntad de los particulares (STS 30-6-1992).












1.2. Pluralidad de obligados tributarios


 El artículo 35.6 LGT 2003 dispone que cuando varios obligados tributarios concurran en un mismo presupuesto de una obligación, quedarán todos ellos obligados solidariamente frente a la Administración tributaria, al cumplimiento de la totalidad de las prestaciones que deriven de la obligación tributaria, salvo que la ley disponga expresamente otra cosa. Es decir, que a diferencia de lo que ocurre en el Derecho Privado (artículo 1137 Código Civil 1889), en el que se presume que cuando hay dos o más deudores en una sola obligación, ésta tiene carácter mancomunado, en la LGT se establece el principio de solidaridad.

Se establecen además las pautas que debe seguir la actuación de la Administración cuando, en el supuesto de pluralidad de obligados tributarios, sólo conozca la identidad de uno de los titulares. En tal caso, deberá practicar y notificar las liquidaciones a nombre de éste, que estará obligado a satisfacerlas, salvo que solicite su división, para lo que será indispensable que facilite los datos personales y el domicilio del resto de los obligados al pago y la proporción en que cada uno de ellos participa en el dominio o derecho transmitido.


ATENCIÓN Cuando concurran varios obligados en el mismo presupuesto de una obligación, todos quedarán obligados solidariamente frente a la Administración.










2. Sujeto pasivo






2.1. Concepto de sujeto pasivo


 Siguiendo la regulación tradicional en esta materia, el artículo 36 de la LGT 2003 establece que el sujeto pasivo es el obligado tributario que, según la ley, debe cumplir tanto la obligación tributaria principal (el pago de la cuota tributaria) como las obligaciones formales inherentes a la misma (formular cuantas declaraciones y comunicaciones se exijan para cada tributo, llevar y conservar los libros de contabilidad, registros y demás documentos que en cada caso se establezcan, facilitar la práctica de inspecciones y comprobaciones, proporcionar los datos, informes, antecedentes y justificantes que tengan relación con el hecho imponible, etc.).

La condición de sujeto pasivo se adquiere en virtud de lo dispuesto en la ley, y se conserva, aunque deba repercutirse la cuota tributaria a otros obligados, salvo que la ley propia de cada tributo disponga otra cosa. Por esa misma regla, tampoco se adquiere la condición de sujeto pasivo por el mero hecho de soportar la repercusión de la cuota tributaria.


Ejemplo:


Sujeto pasivo-Obligado a repercutir

Dña. XXX acaba de alquilar una plaza de aparcamiento de su propiedad a D. YYY, por 100 € mensuales. Su asesor le ha dicho que a partir de ese momento se ha convertido en sujeto pasivo del IVA, teniendo la obligación de presentar las correspondientes declaraciones y realizar los ingresos de las cuotas del impuesto. Dña. XXX no entiende por qué es ella el sujeto pasivo, cuando quien paga el impuesto en definitiva es D. YYY.

Solución:

En este caso, la operación gravada por el IVA es el arrendamiento y el sujeto pasivo es Dña. XXX, que es quien realiza la prestación de servicios (artículos 5.uno.c) y 84.uno LIVA 1992).

Sin perjuicio de su consideración como sujeto pasivo, según establece el artículo 88 de la LIVA 1992, Dña. XXX debe repercutir íntegramente el importe del IVA sobre D. YYY.

El sujeto pasivo tiene un derecho y a la vez un deber, de repercutir íntegramente el importe del impuesto sobre aquel para quien se realice la operación gravada, quedando este obligado a soportarlo cualesquiera que fueran las estipulaciones existentes entre ellos. Sin embargo, esta repercusión no convierte al obligado a soportarla en sujeto pasivo, dado que el único deudor frente a la Administración tributaria es el que realiza la repercusión (sujeto pasivo).










2.2. Clases de sujeto pasivo: contribuyente y sustituto del contribuyente


 El artículo 36 LGT 2003 distingue, tal y como ya hacía la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria, dos modalidades de sujeto pasivo:

1) El contribuyente: es el sujeto pasivo que realiza el hecho imponible. Tendrán esta consideración:

– En el IRPF: la persona física que obtiene la renta.

La unidad familiar no se configura como un sujeto pasivo, sino como una agrupación de sujetos pasivos, que tienen en común su pertenencia a la Unidad Familiar. Es un simple mecanismo de acumulación de rentas de diversos sujetos pasivos a partir de la idea de que su capacidad contributiva no viene dada por la renta individual, sino por la de todos los que viven juntos.

Aunque la Ley 44/1978, del IRPF, impuso la tributación conjunta para la Unidad Familiar, tras la Sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de febrero de 1989, las sucesivas leyes reguladoras del Impuesto han establecido su carácter opcional.

– En el Impuesto sobre Sociedades: la persona jurídica que obtiene la renta.

– En el Impuesto sobre el Patrimonio: la persona física que sea titular de los bienes o derechos sujetos a gravamen.

– En el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones: las siguientes personas físicas:


	
a)  En las adquisiciones mortis causa, los causahabientes.

	
b)  En las donaciones y demás transmisiones lucrativas inter vivos equiparables, el donatario o el favorecido por ellas.

	
c)  En los seguros sobre la vida, los beneficiarios.



– En el IVA: la persona física, jurídica o entidad del artículo 35.4 de la LGT 2003, que realice las entregas de bienes y prestaciones de servicios, las adquisiciones de bienes o las importaciones sujetas al Impuesto.

La Ley 1/1998, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes, la Ley 40/1998 del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el Real Decreto Legislativo 3/2004, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, la Ley 35/2006 del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, la Ley 41/1998 del Impuesto sobre la Renta de no residentes y el Real Decreto Legislativo 5/2004, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, utilizan o han utilizado la expresión "contribuyente" para referirse al obligado principal de la relación jurídica tributaria, sustituyendo a la de "sujeto pasivo" que se había venido empleando en normas tributarias anteriores.

2) El sustituto del contribuyente: es el sujeto pasivo que está obligado a cumplir la obligación tributaria principal (el pago de la cuota tributaria), así como las obligaciones formales inherentes a la misma, en lugar del contribuyente, por imposición de la ley. Realiza el presupuesto de hecho de la sustitución, distinto del hecho imponible que realiza el contribuyente. Cuando el sustituto satisface las obligaciones tributarias, libera totalmente al contribuyente.

El sustituto tiene derecho a resarcirse del pago que realiza (acción de regreso), exigiendo al contribuyente el importe de las obligaciones satisfechas, bien por la vía de la retención, de la repercusión o de otra establecida legalmente, salvo que la ley señale otra cosa.

Esta figura tuvo una gran importancia en el sistema fiscal anterior a la reforma del año 1978, fundamentalmente en el Impuesto sobre los Rendimientos del Trabajo Personal y en el Impuesto sobre las Rentas del Capital. En la actualidad tiene carácter residual. Como ejemplos de la misma cabe señalar:


	
–  Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras: el constructor de la obra o el peticionario de la licencia.

	
–  Tasas: los constructores y contratistas por el otorgamiento de licencias urbanísticas.




Casuística:



	
–  Son tres las notas que definen o caracterizan la figura del sustituto del contribuyente: en primer lugar, la de que queda vinculado al cumplimiento de las prestaciones materiales y formales en que el tributo consiste; en segundo término, la de que el sustituto se coloca en lugar del contribuyente, hasta el punto de desplazar a éste de la relación tributaria y ocupar su lugar, quedando, en consecuencia, como único sujeto vinculado ante la Hacienda Pública y como único obligado al cumplimiento de las prestaciones materiales y formales de la obligación tributaria; y, en tercer lugar, la de que esta sustitución requiere de una específica previsión legal -"por imposición de la Ley"-, de modo que ni la Administración ni los particulares pueden alterar su posición legalmente prevista y de tal suerte, que esta figura se produce como efecto de determinados hechos a los que la Ley asocia la consecuencia de la sustitución, pudiendo hablarse de un presupuesto de hecho de la sustitución, distinto del hecho imponible del tributo, aunque generalmente relacionado con éste (STS 14-7-1999, 18-12-1999).

	
–  Se produce un hecho imponible, del que surge la obligación para su realizador, que es el contribuyente, y un segundo hecho, el presupuesto fáctico de la sustitución, en cuya virtud se desplaza dicha obligación hacia el sustituto, quedando relevado el contribuyente de la posición pasiva de la relación tributaria, que se desarrollará solamente entre la Administración y el sustituto. La sustitución respecto al contribuyente es absoluta, asumiendo íntegramente el sustituto el lugar y la posición jurídica subjetiva del contribuyente en la relación tributaria (STS 18-2-1995).

	
–  Sustituto del contribuyente. Legítima repercusión del impuesto. La condición de sustituto del contribuyente legitima para repercutir la cantidad correspondiente (SAN 13-5-2009).

	
–  La jurisprudencia venía reconociendo la acción de regreso del sustituto frente al contribuyente, excepto en el ICIO (salvo que se estableciera por pacto entre los interesados la repercusión de la carga tributaria soportada por el sustituto sobre el contribuyente) (STS 17-6-1998, 24-7-1999, 18-12-1999).

	
-  La emisión de una liquidación tributaria tras la anulación de una anterior que fue revocada en vía económico administrativa por haber sido dirigida al contribuyente en lugar de a su sustituto legal y obligado al pago, es un acto que se ha de entender realizado en el seno de un procedimiento de liquidación provisional distinto del original anulado, sin que para el sustituto legal se haya interrumpido el plazo de prescripción, siendo la única limitación temporal a la que queda sometida la administración liquidadora el plazo de cuatro años de prescripción del art. 66 de la LGT 2003. (STS de 11-04-2022, Rec. 3500/2020)












3. Obligados a realizar pagos a cuenta






3.1. Obligados a realizar pagos a cuenta


 La inclusión de los obligados a realizar pagos a cuenta en la LGT, constituye una novedad respecto a la Ley General Tributaria de 1963 (que simplemente hacía referencia a ellos como posibles sujetos infractores), aunque las figuras que se engloban en esta denominación ya estaban recogidas y consolidadas en la normativa reguladora de los principales impuestos directos (Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas e Impuesto sobre Sociedades), por lo que se traslada a la Ley General Tributaria la terminología empleada en las citadas normas.

Entre los obligados a realizar pagos a cuenta, el artículo 37 LGT 2003 recoge tres figuras (en consonancia con las tres modalidades de pagos a cuenta recogidas en el artículo 23.1 LGT 2003):


	
-  El obligado a realizar pagos fraccionados: es el propio contribuyente a quien la ley reguladora de cada tributo le impone la obligación de ingresar cantidades a cuenta de la obligación tributaria principal (el pago de la cuota tributaria), antes de que ésta resulte exigible. Se realizan pagos fraccionados en el Impuesto sobre Sociedades y en el caso de obtención de rendimientos de actividades económicas en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

	
-  El retenedor: es la persona o entidad a quien la ley reguladora de cada tributo le impone la obligación de detraer e ingresar en la Administración tributaria, con ocasión de los pagos que realice a otros obligados tributarios, una parte del importe de dichos pagos, a cuenta del tributo que deban satisfacer estos obligados.

	
-  El obligado a practicar ingresos a cuenta: es la persona o entidad que satisface rentas, en especie o dinerarias, a la que la ley le impone la obligación de realizar ingresos a cuenta de cualquier tributo.



Están obligados a realizar pagos fraccionados:


	
-  En el Impuesto sobre Sociedades, todos los contribuyentes (artículo 40.1 LIS 2014).

	
-  En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, únicamente los contribuyentes que ejerzan actividades económicas (artículo 99.7 LIRPF 2006), con dos excepciones, los agricultores, ganaderos o titulares de actividades forestales y los profesionales, cuando en el año anterior, al menos el 70% de sus ingresos han quedado sometidos a retención o ingreso a cuenta.



Con carácter general, están obligados a retener o ingresar a cuenta las siguientes personas o entidades, en la medida que abonen o satisfagan rentas sujetas al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o al Impuesto sobre Sociedades:

a) Las personas jurídicas y las entidades carentes de personalidad jurídica a que se refiere el artículo 35.4 LGT 2003.

b) Los contribuyentes por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que ejerzan actividades económicas (profesionales, empresarios, agricultores, etc.), cuando satisfagan rentas en el ejercicio de sus actividades.


Casuística:


IRPF. Quién es el obligado a practicar retenciones sobre cantidades consignadas en un Juzgado de lo Social (salarios íntegros que se discuten) cuando, tras sentencia favorable al trabajador, se le han de satisfacer las rentas del trabajo. 

Criterio: El pagador es siempre el obligado a ingresar las retenciones. Así resulta de la sentencia de 24 de noviembre de 2009 de la Sala de lo Social del TS (casación para la unificación de doctrina núm. 2757/2008). También del art. 99.4 de la LIRPF, y del artículo 17 de la LGT 2003. 

El pago del salario bruto al  trabajador por el Juzgado no libera al empleador de su obligación de ingreso de las retenciones cuando la sentencia ya no es recurrible: día en que se dicta o día en que se notifica. (TEAC 12/11/2019 Rec. 4859/2016)




Ejemplo:


Obligado a retener

Un empresario contrata un abogado para que le redacte el contrato de compraventa del nuevo local en el que va a instalar su actividad y al mismo tiempo para que le tramite su divorcio, pagando 100 € y 300 € respectivamente por cada uno de los servicios.

Solución:


Está obligado a retener por su condición de empresario y por tanto únicamente practicará retención sobre los honorarios que correspondan al servicio profesional relacionado con su actividad (el contrato de compraventa), pero no sobre los correspondientes a los servicios que el abogado le preste en su esfera personal, incluso aunque ambos honorarios se satisfagan en el mismo momento.



c) Las personas físicas, jurídicas y demás entidades no residentes en territorio español, que operen en él mediante establecimiento permanente, o sin establecimiento permanente respecto a los rendimientos del trabajo que satisfagan, así como respecto de otros rendimientos sometidos a retención o ingreso a cuenta que constituyan gasto deducible para la obtención de determinadas rentas (prestaciones de servicios, asistencia técnica, obras de instalación o montaje derivados de contratos de ingeniería y, en general, actividades o explotaciones económicas realizadas en España sin mediación de establecimiento permanente).

Los supuestos más importantes de obligados a retener o ingresar a cuenta, regulados en nuestra normativa tributaria, se encuentran recogidos en el artículo 99.2 de la LIRPF 2006, artículo 74 RIRPF 2007, artículo 128.1 de la LIS 2014 y artículo 62 RIS 2015.








3.2. Obligaciones del retenedor y del obligado a ingresar a cuenta


 Las obligaciones del retenedor y del obligado a ingresar a cuenta son las siguientes:

a) Ingresar en el Tesoro el importe de la deuda tributaria correspondiente a la retención practicada o que debía haberse practicado o al ingreso a cuenta, sin que el incumplimiento de la obligación de retener pueda excusarle de la obligación de ingresar.

Para ello deberá presentar en los plazos, forma y lugares que se establezcan reglamentariamente, las correspondientes autoliquidaciones, según el modelo oficial aprobado por el Ministerio de Hacienda para cada tipo de retención o ingreso a cuenta, mediante las que efectuará el ingreso de su importe. Con carácter general deberán presentarse en los veinte primeros días naturales de los meses de abril, julio, octubre y enero, recogiendo las cantidades retenidas y los ingresos a cuenta correspondientes al trimestre natural anterior. Cuando se trate de grandes empresas (volumen de operaciones en el año anterior superior a 6.010.121,04 €, determinado conforme al artículo 121 LIVA 1992), el ingreso se realizará mensualmente, en los veinte primeros días naturales de cada mes, excepto el correspondiente al mes de julio, que podrá realizarse hasta el veinte de septiembre.

b) Presentar una declaración resumen anual de las retenciones e ingresos a cuenta efectuados durante el ejercicio, en cumplimiento del deber de información previsto con carácter general en el artículo 93 LGT 2003:






	MODELOS DE DECLARACIÓN RESUMEN ANUAL



	MODELO 180
	Resumen anual de retenciones e ingresos a cuenta sobre determinadas rentas o rendimientos procedentes del arrendamiento o subarrendamiento de inmuebles urbanos



	MODELO 187
	Resumen anual de retenciones e ingresos a cuenta en relación con las rentas o ganancias patrimoniales obtenidas como consecuencia de las transmisiones o reembolsos de acciones o participaciones representativas del capital o del patrimonio de las instituciones de inversión colectiva



	MODELO 188
	Resumen anual de retenciones e ingresos a cuenta en relación con las rentas o rendimientos del capital mobiliario procedentes de operaciones de capitalización y de contratos de seguro de vida o invalidez



	MODELO 190
	Resumen anual de retenciones e ingresos a cuenta sobre rendimientos del trabajo y de actividades económicas, premios y determinadas ganancias patrimoniales e imputaciones de renta



	MODELO 193
	Resumen anual de retenciones e ingresos a cuenta sobre determinados rendimientos del capital mobiliario



	MODELO 194
	Resumen anual de retenciones e ingresos a cuenta derivados de la transmisión, amortización, reembolso, canje o conversión de cualquier clase de activos representativos de la captación y utilización de capitales ajenos



	MODELO 196
	Resumen anual de retenciones e ingresos a cuenta en relación con las rentas o rendimientos del capital mobiliario obtenidos por la contraprestación derivada de cuentas en toda clase de instituciones financieras, incluyendo las basadas en operaciones sobre activos financieros



	MODELO 296
	Resumen anual de retenciones sobre determinadas rentas sujetas al impuesto sobre la renta de no residentes, obtenidas sin establecimiento permanente





c) Expedir una certificación acreditativa de las retenciones practicadas o de los ingresos a cuenta efectuados, así como de los restantes datos relativos al contribuyente que deben incluirse en el resumen anual, pudiendo utilizar para ello, con carácter optativo, los modelos oficiales de certificación de retenciones e ingresos a cuenta aprobados por la Administración mediante Resolución de 15 de diciembre de 1999, del Departamento de Gestión Tributaria de la Agencia Estatal de Administración Tributaria. La certificación debe ponerse a disposición del contribuyente con anterioridad a la apertura del plazo de declaración del impuesto, o de comunicación en su caso.

d) Comunicar a los contribuyentes la retención o ingreso a cuenta practicado en el momento en que satisfaga las rentas, indicando el porcentaje aplicado. Normalmente dicha comunicación se realiza en la factura o documento equivalente, si se trata de operaciones sujetas al IVA o en las nóminas, si se trata de rendimientos del trabajo.








4. Obligados en las obligaciones entre particulares resultantes del tributo






4.1. Obligados en las obligaciones entre particulares resultantes del tributo


 La incorporación de estas figuras a la regulación tributaria general constituyó una novedad de la LGT, aunque ya estaban recogidas anteriormente en las leyes y reglamentos de los distintos tributos (Impuesto sobre el Valor Añadido, Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas e Impuesto sobre Sociedades).

Bajo la denominación "Obligados en las obligaciones entre particulares resultantes del tributo", se recoge una serie de sujetos respecto a los que, en virtud de la ley, surge una obligación que tiene por objeto una prestación de naturaleza tributaria, exigible entre obligados tributarios que actúan como particulares, como consecuencia entre otros de un acto de repercusión, de retención o de ingreso a cuenta.

El artículo 38 LGT 2003 recoge las siguientes figuras:

a) El obligado a repercutir (1) : es la persona o entidad que debe repercutir la cuota tributaria a otras personas o entidades. Normalmente, salvo que la ley disponga lo contrario, el obligado a repercutir coincidirá con la persona o entidad que realiza las operaciones gravadas por el tributo (sujeto pasivo-contribuyente). Para el obligado a repercutir, la repercusión tiene una doble naturaleza de deber, por tratarse de una obligación establecida por la ley, y derecho, porque le permite obtener de la persona o entidad destinataria de la operación el importe de la cuota tributaria, que sólo él debe satisfacer a la Administración tributaria.

b) El obligado a soportar la repercusión (1) : es la persona o entidad a quien se debe repercutir la cuota tributaria. Normalmente, salvo que la ley disponga lo contrario, el obligado a soportar la repercusión coincidirá con el destinatario de las operaciones gravadas por el tributo. El único que está obligado a ingresar la cuota tributaria ante la Administración tributaria es el sujeto pasivo obligado a repercutir, no el repercutido, que solamente estará obligado a satisfacer al sujeto pasivo el importe de la cuota repercutida.


ATENCIÓN El objeto de la repercusión es exclusivamente la cuota tributaria que debe satisfacer a la Administración el sujeto pasivo-repercutidor, pero no cualquier otra obligación accesoria contraída por éste (interés de demora o recargo por declaración extemporánea).




Casuística:


- El deber de repercutir del sujeto pasivo y el de soportar la repercusión por el adquirente no pueden ser alterados por pactos, convenios y estipulaciones entre los intervinientes en las operaciones sujetas al IVA. La obligación legal de repercusión se configura como un derecho-deber, siendo irrenunciable (STS 14-12-1994, 20-10-1997).

- Rectificación de cuotas impositivas repercutidas. Rectificación de deducciones. Requisitos formales. Sociedad extinguida que no puede efectuar la rectificación de cuotas repercutidas, ni emitir la procedente factura rectificativa. Derecho de deducción de la entidad sucesora.

Criterio: En un supuesto de una sociedad extinguida por escisión total que es objeto de actuaciones inspectoras en las que se concluye que la entrega de un solar a una de las entidades beneficiarias está sujeta y no exenta a IVA, exigiéndose la correspondiente cuota de IVA devengado. Al no existir ya la sociedad que se ha regularizado, ésta no puede efectuar la rectificación de cuotas repercutidas, ni emitir la procedente factura rectificativa.

En estas circunstancias, y a pesar de no haberse realizado la repercusión formal del impuesto, se estima que la sociedad beneficiaria puede deducirse la cuota correspondiente si ha soportado y satisfecho la cuota devengada en calidad de sucesora, siempre que cumpla los requisitos materiales de la deducción. La estricta exigencia de los requisitos formales en este caso va más allá de lo necesario para garantizar la correcta recaudación del IVA, y tendría como efecto la imposibilidad absoluta de ejercer el derecho a deducir, lo que no es conforme a la reiterada jurisprudencia del TJUE en este sentido. (TEAC 15/10/2019, Rec. 2384/2016).



c) El obligado a soportar la retención: es la persona o entidad perceptora de las cantidades (intereses, alquileres, etc.,) sobre las que el pagador de las mismas (retenedor), debe practicar retenciones a cuenta del tributo que deban satisfacer estos obligados.

d) El obligado a soportar los ingresos a cuenta: es la persona o entidad que debe soportar el ingreso a cuenta de cualquier tributo, realizado por el pagador de las rentas dinerarias o en especie percibidas por dicho obligado, así como en su caso, la repercusión del importe del ingreso a cuenta. El ingreso a cuenta es una figura equivalente a la retención, prevista para aquellos casos en que la renta satisfecha, generalmente una retribución en especie, no es objeto de una retención en el momento en que se satisface, realizándose a cambio el ingreso de un porcentaje de la valoración que se le otorga a dicha retribución.


ATENCIÓN Aunque se trata de obligaciones entre particulares resultantes del tributo, las acciones u omisiones de los particulares relativas a la obligación de repercutir y soportar la repercusión prevista legalmente, así como a la obligación de practicar y soportar retenciones o ingresos a cuenta, son reclamables en vía económico-administrativa (artículo 227.4 LGT 2003).




Ejemplo:


Obligado a soportar ingresos a cuenta

Por realizar un ingreso de 6.000 € en su cuenta bancaria, Dña. WWW ha recibido una preciosa vajilla, además de percibir los correspondientes intereses. Cuando va a realizar la declaración del IRPF, el banco le envía el certificado en el que aparecen los siguientes datos:

Intereses: 100 € // Retención: 19 €

Valoración vajilla: 120 € // Ingreso a cuenta: 22,8 €

Dña. WWW no entiende porque han incluido la vajilla y un ingreso a cuenta, cuando se trata de un regalo que le había hecho el banco.

Solución:


Dña. WWW ha recibido dos tipos de rendimientos de capital mobiliario a efectos del IRPF: unos en metálico (intereses) y otros en especie (vajilla).

Está obligada a soportar las retenciones que el banco le ha practicado sobre los primeros (19% x 100), detrayéndolas del importe bruto de los intereses satisfechos, así como el ingreso a cuenta que el banco ha realizado sobre la valoración a efectos fiscales de la vajilla (19% x 120).




ATENCIÓN La repercusión de la cuota tributaria en nuestro sistema tributario tiene su máxima expresión en el artículo 88.uno de la LIVA 1992, según el cual los sujetos pasivos deberán repercutir íntegramente el importe del impuesto sobre aquel para quien se realice la operación gravada (la entrega de un bien o la prestación de un servicio), quedando éste obligado a soportarlo siempre que la repercusión se ajuste a lo dispuesto en la Ley, cualesquiera que fueran las estipulaciones existentes entre ellos.







	 (1) 

	La repercusión de la cuota tributaria en nuestro sistema tributario tiene su máxima expresión en el artículo 88.uno de la LIVA 1992, según el cual los sujetos pasivos deberán repercutir íntegramente el importe del impuesto sobre aquel para quien se realice la operación gravada (la entrega de un bien o la prestación de un servicio), quedando éste obligado a soportarlo siempre que la repercusión se ajuste a lo dispuesto en la Ley, cualesquiera que fueran las estipulaciones existentes entre ellos.


	 Ver Texto 









4.2. Repercusión del ingreso a cuenta


 Según el artículo 37 LGT 2003 la ley de cada tributo impone la obligación de realizar ingresos a cuenta, a la persona o entidad que satisface rentas sujetas al mismo, ya sean en especie (regla general) o dinerarias, siendo ésta por tanto la única deudora ante la Administración tributaria. Sin embargo, el artículo 38 LGT 2003 recoge por su parte la posibilidad de que el obligado a ingresar a cuenta pueda repercutir el importe del citado ingreso, a la persona a la que paga las rentas, de modo que sea ésta la que soporte en última instancia la carga económica del ingreso a cuenta. En la práctica esta repercusión del ingreso a cuenta se traduce en una detracción de su importe por parte del obligado a ingresar a cuenta, de las posibles rentas dinerarias que satisfaga al obligado a soportarlas.

Esta repercusión fue negada inicialmente por la Dirección General de Tributos. En concreto, respecto a la posibilidad de que el pagador de rendimientos del trabajo en especie pudiera repercutir sobre los trabajadores, el importe del ingreso a cuenta que le obligaba a realizar la normativa del IRPF, la Administración manifestaba que no existía ninguna norma tributaria que la justificase. Sin embargo, los Tribunales de Justicia seguían una línea contraria, aceptando generalmente dicha repercusión, al entender que el cumplimiento por la empresa de la obligación establecida por la norma tributaria, de realizar un ingreso a cuenta respecto a la retribución en especie satisfecha al trabajador, no podía suponer ninguna modificación del salario pactado o establecido por convenio colectivo, lo que implicaría además un aumento injustificado de los costes salariales para el empresario.

El legislador, haciéndose eco de esta jurisprudencia, estableció la posibilidad de repercutir el ingreso a cuenta sobre el preceptor de la renta, previsión actualmente recogida en el  artículo 43.2 LIRPF 2006, relativo a las reglas de valoración de las retribuciones en especie, habiéndose incorporado esta posibilidad hoy en día a la LGT con carácter general para todos los tributos.

El tratamiento que el sujeto preceptor de la renta debe dar al ingreso a cuenta, es diferente según que se produzca o no la repercusión:


	
-  Si no le repercuten el ingreso a cuenta, el contribuyente incluirá en la base imponible la valoración de la correspondiente retribución (conforme a las normas previstas en la Ley), más el ingreso a cuenta, y deducirá de la cuota del impuesto el importe del mismo, junto a las retenciones y pagos fraccionados.

	
-  Si le repercuten el ingreso a cuenta, únicamente incluirá en la base imponible la valoración de la retribución, sin añadir el ingreso a cuenta, que por otra parte seguirá siendo deducible de la cuota del impuesto.




Ejemplo:


Declaración del ingreso a cuenta

Continuando con el ejemplo anterior, Dña. WWW no sabe cómo tiene que declarar los rendimientos de capital mobiliario en su autoliquidación del IRPF.

Solución:


Los intereses los declarará por el importe bruto percibido (100 €). Las retenciones (19 €) las deducirá de la cuota del IRPF.

Respecto a la vajilla habrá que distinguir dos supuestos:


	
–  Si el banco no le repercute el ingreso a cuenta, declarará como rendimiento de capital mobiliario la valoración de la vajilla a efectos fiscales (120 € resultantes de incrementar el coste de la vajilla para el banco en un 20%) más el ingreso a cuenta (22,8 €), por tanto 142,8 €. A su vez el ingreso a cuenta lo deducirá, junto con las retenciones, de la cuota del IRPF.

	
–  Si el banco le repercute el ingreso a cuenta (normalmente descontándolo del saldo de la propia cuenta), únicamente declarará como rendimiento de capital mobiliario la valoración de la vajilla a efectos fiscales (120 €). A su vez el ingreso a cuenta lo seguirá deduciendo, junto con las retenciones, de la cuota del IRPF.












Capítulo IV Obligaciones materiales



1. La obligación tributaria principal






1.1. La obligación tributaria principal: concepto y características


 La principal obligación material resultante de la relación jurídico-tributaria es el pago de la cuota tributaria (artículo 19 LGT 2003).

La obligación tributaria principal nace en el momento en que se realiza el presupuesto que constituye el hecho imponible (siempre que no concurra ningún supuesto de exención). En ese momento se devenga el tributo y nace una obligación ilíquida, que puede ser exigible en un momento distinto.

La doctrina la ha venido definiendo como una obligación establecida por ley, de entregar a un Ente público, a título de tributo, una determinada cantidad de dinero. De esta definición se pueden extraer las siguientes características:


	
–  Se configura como una obligación ex lege. Rige el principio de legalidad, no sólo en la determinación de los hechos o presupuestos cuya realización implica su nacimiento, sino también en la regulación de los aspectos fundamentales de la misma, como el momento de su nacimiento, la determinación de los sujetos o las formas de extinción. Esto implica dos consecuencias importantes: que la Administración tributaria ha de procurar la efectividad del cumplimiento de esta obligación en los términos establecidos por la ley y simultáneamente, que la Administración no puede disponer del crédito tributario que se genera, salvo que la ley establezca otra cosa.

	
–  La obligación tributaria principal, en cuanto vínculo o relación jurídica que une a la Administración tributaria (Ente público acreedor) con un particular, es una obligación de Derecho público, con importantes diferencias respecto al régimen de las obligaciones de derecho privado.

	
–  Es una obligación de dar, cuyo objeto es una prestación de carácter pecuniario, la entrega de una suma de dinero. De este modo puede cumplir una doble finalidad: ser un medio para obtener ingresos públicos, procurando además una equitativa distribución de la carga tributaria entre todos los ciudadanos, de acuerdo con su capacidad económica. Sin embargo, hay que tener en cuenta que nuestra normativa tributaria prevé la posibilidad de cumplir la obligación de pago de la cuota tributaria no sólo entregando una determinada cantidad de dinero, sino también con la entrega de bienes que formen parte del Patrimonio Histórico Español.



El capítulo III de la Ley General Tributaria (artículos 49 a 57 LGT 2003) regula los elementos de cuantificación de la obligación tributaria principal (así como de la obligación de realizar pagos a cuenta). En concreto, el artículo 56 LGT 2003 regula las clases de cuota tributaria y el sistema para su determinación, mientras que el artículo 58 LGT 2003 incluye la cuota o cantidad a ingresar resultante de la obligación tributaria principal entre los conceptos integrantes de la deuda tributaria.








1.2. El hecho imponible


 1.  Concepto doctrinal

El hecho imponible consiste en el conjunto de presupuestos abstractos contenidos en las normas tributarias, de cuya existencia concreta derivan determinadas consecuencias jurídicas. Con mayor precisión se podría decir que el hecho imponible es el presupuesto de hecho previsto en la Ley, por cuya realización surge, como consecuencia principal, la obligación de pago del tributo.

2.  Concepto legal

Según el artículo 20 de la LGT 2003, es el presupuesto fijado por la ley para configurar cada tributo y cuya realización origina el nacimiento de la obligación tributaria principal. La Ley puede completar la determinación concreta del hecho imponible mediante la mención de supuestos de no sujeción.

El hecho imponible de los tributos más representativos es el siguiente:


	
-  En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas: la obtención de renta por el contribuyente.

	
-  En el Impuesto sobre Sociedades: la obtención de renta por el sujeto pasivo.

	
-  En el Impuesto sobre el Patrimonio: la titularidad por el sujeto pasivo de determinados bienes o derechos en el momento del devengo.

	
-  En el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones: La adquisición de bienes y derechos por herencia, legado o cualquier otro título sucesorio, por donación o cualquier otro negocio jurídico a título gratuito e inter vivos y la percepción de cantidades por los beneficiarios de contratos de seguros sobre la vida, cuando el contratante sea persona distinta del beneficiario.

	
-  En el Impuesto sobre el Valor Añadido: las entregas de bienes y prestaciones de servicios efectuadas por empresarios y profesionales, las adquisiciones intracomunitarias de bienes y las importaciones de bienes.



3.  Características

Del concepto del hecho imponible se deducen las siguientes características:

– La Ley habla de presupuesto, queriendo destacar con ello que el hecho imponible constituye condición previa al nacimiento de la obligación tributaria. Además, ese presupuesto ha de estar fijado por la Ley.

– En cuanto a su función, sirve para configurar cada tributo, prescindiendo de cualquier otra nota distintiva.

No obstante, hay que tener en cuenta que la delimitación del hecho imponible se realiza generalmente desde una doble perspectiva:

Positiva: mediante el establecimiento de los actos, hechos o circunstancias que integran el hecho imponible (obtención de renta, entrega de bienes, etc.).

Negativa: señalando una serie de casos o situaciones que, aunque puedan ser similares a las que forman parte del hecho imponible, quedan fuera del mismo por no producirse todos los elementos del hecho imponible, por lo que no entran en el ámbito del tributo (éstos son los supuestos de no sujeción a los que se refiere el artículo 20.2 LGT 2003).

– El efecto derivado de la realización del hecho imponible es que origina el nacimiento de la obligación de pago de la cuota tributaria, es decir de la obligación tributaria principal.

4.  Elementos del hecho imponible

Los elementos del hecho imponible a destacar son:


	
–  Elemento objetivo: está constituido por las situaciones, actos, hechos o actividades relacionadas con el objeto del tributo, contempladas por el legislador para el establecimiento de un tributo (la renta del contribuyente, los bienes o derechos de los que es titular, los bienes o derechos adquiridos, etc.).

	
–  Elemento subjetivo: refleja la especial relación o situación en la que debe encontrarse una persona, respecto al elemento objetivo, para resultar obligada al pago del tributo, relación que debe venir establecida en la Ley.

	
–  Elemento territorial: determina la eficacia de las normas tributarias en el espacio. El nacimiento de la obligación tributaria principal tiene que producirse necesariamente en un territorio determinado.

	
–  Elemento temporal: determina el momento en que nace la obligación tributaria principal. Se utiliza el término devengo como expresión equivalente al momento del nacimiento de la obligación tributaria.









1.3. El devengo del tributo


 La inclusión de la regulación del devengo en la regulación tributaria general constituyó una novedad de la LGT, estableciendo por primera vez una definición del mismo. El concepto de devengo en nuestro derecho tributario se había ido perfilando en torno a las manifestaciones doctrinales y a las resoluciones de los Tribunales.

1.  Concepto

El artículo 21.1 LGT 2003 lo define como el momento en el que se entiende realizado el hecho imponible, en el cual se produce el nacimiento de la obligación tributaria principal.

En los hechos imponibles instantáneos (como las entregas de bienes en el IVA), el devengo coincide con la existencia del elemento objetivo. En los hechos imponibles duraderos (como la obtención de una renta por un arrendamiento, en el IVA o en el IRPF), el legislador puede optar por situar el devengo en algún momento, ya sea inicial, intermedio o final, del hecho imponible, o por situarlo al término o al comienzo de un período impositivo legalmente predeterminado, lo que supone que habrá tantos hechos imponibles y devengos como períodos impositivos abarque una misma situación o actividad gravada, y consiguientemente habrá tantas obligaciones tributarias como períodos impositivos.

2.  Efectos

Como regla general, la fecha del devengo determina las circunstancias relevantes para la configuración de la obligación tributaria, salvo que la ley reguladora de cada tributo disponga otra cosa y determine dichas circunstancias con arreglo a otro momento (artículo 21.1 LGT 2003). La determinación del momento del nacimiento de la obligación tributaria nos permitirá:


	
–  Distinguir el momento en que se origina la deuda tributaria, de aquellos otros en que surgen deberes tributarios de tipo formal, como por ejemplo la presentación de declaraciones.

	
–  Determinar la norma aplicable a la obligación, ya que puede no ser la misma en el momento de la realización del hecho imponible y en el de presentar la autoliquidación o producirse el acto administrativo liquidatorio.

	
–  Practicar la valoración de las rentas o de los bienes gravados con referencia al momento en que surja la obligación.

	
–  Conocer la capacidad de obrar de los sujetos en el momento en que nace la obligación.

	
–  Determinar el domicilio fiscal del contribuyente o sus representantes.

	
–  Fijar el momento inicial para el cómputo de los plazos de prescripción (salvo que este momento se demore como consecuencia de que la exigibilidad de la cuota tributaria sea posterior).

	
–  Determinar las sanciones aplicables.




Ejemplo:


Circunstancias a tener en cuenta en la fecha de devengo

D. RRR tiene dos hijos que no obtienen ingresos de ningún tipo y que viven con él. El mayor ha cumplido 25 años en febrero y el pequeño tiene 22.

Ha presentado la autoliquidación del IRPF aplicando el mínimo familiar por su hijo de 22 años, pero no por el otro, por ser mayor de 25 años en el momento de presentar la autoliquidación. ¿Ha declarado correctamente?

Solución:


D. RRR tiene derecho a la aplicación del mínimo familiar por sus dos hijos, puesto que ambos eran menores de 25 años a 31 de diciembre, fecha de devengo del IRPF, a la que hay que remitirse a efectos de determinar las circunstancias personales y familiares que debe tener en cuenta para aplicar el citado mínimo.

Por tanto D. RRR tiene derecho a solicitar la rectificación de la autoliquidación inicialmente presentada a la Administración.




Casuística:


Debe aplicarse la normativa vigente en el momento del devengo del tributo. En concreto, en relación con el IVA, debe aplicarse el tipo impositivo vigente en el momento de realizarse la entrega de bienes, cualquiera que sea el momento en que se abone efectivamente, salvo que existan pagos anticipados, en cuyo caso el IVA se devenga en ese momento al tipo que estuviera vigente (STS 5-3-2001).



3.  Exigibilidad

Con la realización del hecho imponible se devenga el tributo y nace la obligación tributaria principal. Pero la LGT señala que la ley propia de cada tributo podrá establecer la exigibilidad de la cuota tributaria o cantidad a ingresar, en un momento distinto al del devengo del tributo (artículo 21.2 LGT 2003).

De este modo, en las normas reguladoras de los distintos tributos nos encontramos supuestos en los que la cuota tributaria es exigible en un momento tanto anterior, como posterior a la realización del hecho imponible. Así por ejemplo, en el IVA, aunque el devengo es instantáneo, la cuota tributaria es exigible con posterioridad, en el plazo establecido para la presentación de la autoliquidación mensual o trimestral en la que se agruparán las cuotas correspondientes a todas las operaciones devengadas dentro de ese período. Sin embargo, cuando existan pagos anticipados anteriores a la realización del hecho imponible, el impuesto se devengará con anterioridad, en el momento del cobro total o parcial del precio.







1.4. Exenciones


 1.  Concepto

La incorporación del concepto de exención constituyó una novedad de la LGT, según la cual las exenciones son aquellos supuestos en que, aun habiéndose realizado el hecho imponible, la ley exime de la obligación de pago de la cuota tributaria.

Es necesario delimitar con claridad los supuestos de no sujeción (artículo 20 LGT 2003) de los supuestos de exención (artículo 22 LGT 2003). Los dos producen el mismo efecto, puesto que en ninguno de los dos casos nace la obligación tributaria principal. Sin embargo, entre ambos hay una diferencia sustancial:


	
–  En los supuestos de no sujeción no se realiza el presupuesto que configura el tributo, es decir, los hechos o situaciones que constituyen el hecho imponible, por lo que quedan fuera del ámbito del mismo. Su finalidad es aclarar o completar la delimitación del hecho imponible, señalando una serie de supuestos similares a los que se integran en éste, pero que no forman parte del mismo.

	
–  En los supuestos de exención sí que se realiza el presupuesto constitutivo del hecho imponible, pero, sin embargo, el legislador los excluye de la obligación de pago por causas técnicas, económicas, sociales, etc. En este caso concurren dos normas: la de sujeción, por la que se establece el presupuesto cuya realización da lugar al nacimiento de la obligación tributaria principal, y la de exención, por la que se establece que aún a pesar de realizarse el hecho imponible, no surge la obligación de pago de la cuota tributaria.




Casuística:


Entre los fundamentos de las exenciones se pueden señalar el cumplimiento de fines económicos o sociales y la realización del principio de capacidad económica (STC 22-7-1996).



2.  Clases

De entre las diversas clasificaciones de las exenciones, cabe destacar las siguientes:


	
–  Exenciones totales, que excluyen totalmente el pago de la cuota tributaria, y exenciones parciales, que únicamente reducen una parte de la cuota, incidiendo en los elementos de cuantificación de la misma mediante reducciones de la base imponible (artículo 54 LGT 2003), de la cuota íntegra (artículo 56.4 LGT 2003), bonificaciones en la cuota íntegra (artículo 56.5 LGT 2003) o deducciones en la cuota íntegra (artículo 56.5 LGT 2003) o en la cuota líquida (artículo 56.6 LGT 2003).

	
–  Exenciones objetivas, en las que el legislador establece que determinados hechos o situaciones, a pesar de estar incluidos dentro del ámbito del hecho imponible, no dan lugar al nacimiento de la obligación tributaria, sin hacer referencia alguna respecto a la persona que realiza el hecho imponible, y exenciones subjetivas, que se establecen a favor de determinadas personas, que a pesar de realizar el hecho imponible no quedan obligadas al pago del tributo.

	
–  Exenciones temporales o permanentes, según que tengan o no una duración limitada en el tiempo.

	
–  Exenciones técnicas: más que un beneficio fiscal, su establecimiento pretende evitar supuestos de sobre imposición o doble imposición sobre una misma capacidad económica.



3.  Régimen jurídico

Rige el principio de reserva de ley en su establecimiento, modificación, supresión y prórroga (artículo 8.d LGT 2003).

No se admite la analogía para extender el ámbito de las exenciones más allá de sus términos estrictos (artículo 14 LGT 2003).


Casuística:



	
–  No se puede entender que exista un auténtico derecho a la bonificación tributaria que se incorpore al patrimonio de los particulares, del que éstos puedan entenderse privados en virtud de una norma que suprima o rebaje la bonificación (STC 4-2-1983, 18-5-1983).

	
–  La exención o bonificación tributaria es un elemento de la relación jurídico-tributaria que liga a la Administración y al contribuyente. No se trata de una relación jurídico subjetiva del contribuyente (STS 19-11-1994, 29-9-1995, 15-10-1998).












2. La obligación tributaria de realizar pagos a cuenta






2.1. Pagos a cuenta: conceptos y clases


 El artículo 23 LGT 2003 introduce la definición de las conocidas como "obligaciones a cuenta", señalando que la obligación de realizar pagos a cuenta de la obligación principal, es decir, del pago de la cuota tributaria, consiste en satisfacer un importe a la Administración tributaria, bien por el propio contribuyente obligado a realizar pagos fraccionados, o bien por un tercero, ya sea en concepto de retenedor o de obligado a realizar ingresos a cuenta.

Se trata de un mecanismo a través del cual se anticipan cantidades (por establecerlo así la ley) durante el período impositivo, a cuenta del importe final a ingresar por el tributo correspondiente, del que se deducirán los pagos a cuenta realizados o soportados. Cumplen una triple misión:


	
1.  Procuran financiación a la Hacienda Pública, de un modo regular en el tiempo. Si no existieran los pagos a cuenta, los ingresos correspondientes a los tributos por cuya cuenta se efectúan (fundamentalmente los de los dos impuestos directos por excelencia, el IRPF y el Impuesto sobre Sociedades), se percibirían concentrados en un determinado momento, mientras que los gastos recogidos en los Presupuestos deberían satisfacerse de forma regular, por lo que podrían generarse desequilibrios para cubrir las necesidades financieras de la Hacienda Pública.

	
2.  Facilitan al contribuyente el pago de la cuota del correspondiente tributo, dado que le permiten distribuir su importe a lo largo del tiempo (durante el periodo impositivo). Con ello se evitan o atenúan los problemas de liquidez que se podrían producir en caso de tener que satisfacer el importe total de la cuota tributaria en un momento puntual, lo que incluso podría dar lugar a un aumento del fraude en el tributo correspondiente.

	
3.  Las retenciones y los ingresos a cuenta permiten el control de las rentas sobre las que se practican, fundamentalmente a través de la obligación de información establecida en el artículo 93 LGT 2003, en virtud de la cual los retenedores y los obligados a realizar ingresos a cuenta deben presentar una declaración resumen anual, en la que se incluya la relación de los pagos dinerarios o en especie realizados a otras personas o entidades, lo que permite a la Administración tributaria conocer la identificación de los preceptores de las rentas y el importe de las mismas.



Las figuras que se engloban en esta denominación de pagos a cuenta (pago fraccionado, retención e ingreso a cuenta) ya estaban recogidas y consolidadas en la normativa reguladora de los principales impuestos directos (Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas e Impuesto sobre Sociedades), por lo que se traslada a la Ley General Tributaria la terminología empleada en las citadas normas, aunque no se recoge expresamente el concepto de ninguna de las tres figuras.

Podríamos definirlas, en función de lo dispuesto en los artículos 23, 37 y 38 LGT 2003, del siguiente modo:


	
–  Pago fraccionado: consiste en una cantidad que el propio contribuyente debe satisfacer a la Administración tributaria de forma regular durante el período impositivo, a cuenta de la cuota de un tributo propio (es decir, antes de que ésta resulte exigible), calculada según los casos en función de un porcentaje sobre la cuota del período anterior, sobre la base o el rendimiento de determinada actividad en el período al que corresponda el pago fraccionado, sobre el volumen de ingresos, etc.

	
–  Retención: es el porcentaje que una persona o entidad (retenedor) detrae del importe de los pagos que realiza a otros obligados tributarios (intereses, salarios, alquileres, etc.) e ingresa en la Administración tributaria, a cuenta del tributo que deben satisfacer esos otros obligados.

	
–  Ingreso a cuenta: es la cantidad que la persona o entidad que satisface rentas, generalmente en especie, ingresa en la Administración tributaria a cuenta de un tributo del obligado que percibe las rentas. Se trata de una figura equivalente a la retención, pero a diferencia de ésta no se detrae del importe del pago satisfecho (por no existir pago en metálico), sino que se calcula en función de un porcentaje sobre la valoración de la retribución en especie.



Se regularán obligatoriamente por ley los supuestos que dan lugar al nacimiento de las obligaciones tributarias de realizar pagos a cuenta, así como su importe máximo (artículo 8.b LGT 2003). En concreto, los pagos a cuenta en el IRPF están regulados en el artículo 99 y siguientes de la LIRPF 2006 y en el Impuesto sobre Sociedades se encuentran regulados en el artículo 40 LIS 2014 (pago fraccionado) y en el artículo 128 LIS 2014 (retenciones e ingresos a cuenta). Quedan para la regulación reglamentaria diversas cuestiones como la fijación de la cuantía o la forma y plazo de presentación.

La obligación de realizar pagos a cuenta es autónoma respecto a la obligación principal, por lo que puede ser exigida con total independencia de ésta. La cantidad a ingresar que resulte de la obligación de realizar pagos a cuenta constituye, según el artículo 58 LGT 2003, auténtica deuda tributaria (a la que en su caso habrá que añadir las obligaciones accesorias derivadas de dicha obligación, como intereses de demora o recargos), y debe ser ingresada incluso aún en el caso de que al calcular la cuota tributaria, el resultado final de la autoliquidación o liquidación del tributo correspondiente dé lugar a su devolución.


Ejemplo:


Obligación de realizar pagos fraccionados

D. JDE tiene una tienda de ultramarinos por la que tributa en el régimen de estimación objetiva del IRPF. Durante el año ha realizado tres pagos fraccionados por importe de 200 € cada uno. En enero, cuando debe realizar el cuarto, hace los cálculos aproximados de la que será su tributación en el IRPF y comprueba que con los pagos ya realizados supera la cuota, por lo que aún le tendrán que devolver. En consecuencia, decide que ya no es necesario realizar el cuarto pago fraccionado.

La Administración le requiere por la falta de presentación y alega que no procede ingresarlo, porque la cuota del impuesto es inferior a la suma de los pagos fraccionados, y por tanto procedería su devolución.

Solución:


El Sr. JDE está obligado a realizar el pago fraccionado del 4T, en el mes de enero del año siguiente, con independencia de cuál pueda ser el resultado de la autoliquidación del IRPF, dado que la obligación de realizar pagos a cuenta es autónoma respecto a la obligación principal, por lo que puede ser exigida con total independencia de ésta.




Casuística:



	
–  La obligación de realizar pagos a cuenta es una obligación autónoma de la obligación tributaria principal, puesto que no nace de la realización del hecho imponible sino de otro presupuesto de hecho legalmente establecido (STS 27-5-1988, 16-12-1992, SAN 1-3-2001, 16-10-2003).

	
–  En los tributos en los que se prevé la retención, el ingreso a cuenta y el pago fraccionado, la prestación tributaria no se satisface íntegramente a través del mecanismo ordinario de una obligación tributaria nacida de la realización del hecho imponible, sino que surgen obligaciones deferentes de otros presupuestos de hecho, cuyo objeto es el ingreso de una suma de dinero, ya sea a cargo del propio sujeto pasivo o de un tercero. Se trata de obligaciones diferentes que constituyen auténticas deudas tributarias de carácter instrumental, si bien esas cantidades ingresadas anticipadamente se tendrán posteriormente en cuenta respecto de la obligación tributaria principal surgida de la realización del hecho imponible y a cargo del sujeto pasivo (SAN 23-4-1998, 1-3-2001, 16-10-2003; STS 17-10-2008).












2.2. Pagos fraccionados


 Los pagos fraccionados deberán realizarse por el contribuyente en el plazo reglamentariamente establecido:


	
–  En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, se realizarán cuatro pagos fraccionados trimestrales: los tres primeros entre el día 1 y el 20 de los meses de abril, julio y octubre, y el cuarto entre el día 1 y el 30 del mes de enero (artículo 111 RIRPF 2007). Los modelos del pago fraccionado son el 130 (estimación directa) o 131 (estimación objetiva).

	
–  En el Impuesto sobre Sociedades se realizarán tres pagos fraccionados, en los primeros veinte días naturales de los meses de abril, octubre y diciembre, a cuenta de la liquidación correspondiente al período impositivo que esté en curso el día 1 de cada uno de los meses indicados. Cuando el período impositivo no coincida con el año natural, el pago fraccionado será a cuenta de la liquidación correspondiente al período impositivo que esté en curso el día anterior al inicio de cada uno de los citados períodos de pago (artículo 40 LIS 2014). Los modelos del pago fraccionado son el 202 (con carácter general) y el 222 (grupos fiscales).









2.3. Retenciones e ingresos a cuenta


 En cuanto a las retenciones e ingresos a cuenta, hay que distinguir dos momentos:

1) Nacimiento de la obligación de retener o ingresar a cuenta:


	
–  En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, la obligación nacerá, con carácter general, en el momento en que se satisfagan o abonen las rentas correspondientes (artículo 78 RIRPF 2007).

	
–  En el Impuesto sobre Sociedades, con carácter general, las obligaciones de retener y de ingresar a cuenta nacerán en el momento de la exigibilidad de las rentas, dinerarias o en especie, sujetas a retención o ingreso a cuenta, o en el de su pago o entrega si es anterior (artículo 65 RIS 2015).




Ejemplo:


Nacimiento de la obligación de retener

La entidad RES S.L. tiene un depósito a plazo fijo trimestral de 10.000 € en un banco, desde el día 1-10-X a 31-12-X. Los intereses serán pagaderos el día 2-1-X1. ¿Cuándo deben practicarse y declararse las retenciones?

Solución:


La fecha de efectos de la liquidación (exigibilidad), es el día 2-1-X1. Por tanto, ese será el momento en que el banco satisfaga los intereses y practique la retención, que deberá ingresar mediante el modelo 126 correspondiente al primer período del año X1.

Por su parte, la entidad que percibe los intereses los computa en su declaración del Impuesto sobre Sociedades del año X (criterio de devengo), pero las retenciones son practicadas por el retenedor en la fecha de exigibilidad, y por tanto serán deducidas por la preceptora en la autoliquidación del Impuesto sobre Sociedades del año X1.



2) Obligación de realizar el ingreso en el plazo establecido reglamentariamente (artículo 108 RIRPF 2007 y artículo 68 RIS 2015). Tanto en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, como en el Impuesto sobre Sociedades:


	
–  Como regla general deberán ingresarse las cantidades retenidas y los ingresos a cuenta correspondientes al trimestre natural anterior, en los veinte primeros días naturales de los meses de abril, julio, octubre y enero.

	
–  Cuando se trate de grandes empresas (volumen de operaciones en el año anterior superior a 6.010.121,04 €, determinado conforme al artículo 121 LIVA 1992), el ingreso se realizará mensualmente, en los veinte primeros días naturales de cada mes.



En todo caso, los sujetos obligados a retener o a ingresar a cuenta asumirán la obligación de efectuar en el Tesoro el ingreso de las retenciones o ingresos a cuenta que hubieran practicado o debieran haber practicado, sin que el incumplimiento de aquella obligación pueda excusarles de ésta (artículo 99.4 LIRPF 2006).


Ejemplo:


Obligación de ingresar las retenciones

La entidad HHH SL tiene contratados los servicios de un abogado, al que el último día de marzo pagó sus honorarios mensuales, sin practicarle la oportuna retención. En junio se da cuenta y le retiene, de los honorarios de ese mes, la retención de este pago y del de marzo, reflejándolo expresamente en la propia factura de junio.

El 19 de julio presenta una autoliquidación modelo 111 complementaria del 1T (además de la del 2T).

La Administración le notifica un trámite de audiencia para liquidarle el recargo por ingreso fuera de plazo por el 1T. Alega que no procede el recargo, dado que las retenciones fueron efectivamente practicadas en junio y no en marzo.

Solución:


Según el artículo 65 del RIS 2015 la obligación de retener nació en el momento de la exigibilidad de los honorarios del mes de marzo, que fue el último día del mes.

La entidad HHH SL tiene la obligación de ingresar tanto las retenciones efectivamente practicadas, como las que debía haber practicado, en la autoliquidación correspondiente al trimestre en que nació la obligación tributaria (1T), sin que quepa la posibilidad de argumentar que no fueron ingresadas en ese momento porque todavía no habían sido practicadas.

Por tanto, es correcto el recargo del artículo 27 LGT 2003 por ingreso fuera de plazo. Al haberse producido un retraso que no llega a tres meses completos, le correspondería el 3% de recargo (1% más otro 1% adicional por cada mes completo de retraso).




Casuística:


La obligación de practicar retenciones se desglosa en dos obligaciones, la de retener la cantidad que proceda en concepto de pago a cuenta y la de ingresar su importe. No se puede entender que el incumplimiento de la obligación de retener tenga poder liberatorio respecto de la de ingresar su importe. La omisión del deber de retener no excusa del correlativo de ingresar, pues lo contrario sería infringir el artículo 31 de la CE 1978, en el que se establece la obligación de todos los ciudadanos de contribuir al sostenimiento de las cargas públicas (STS 17-5-1986, 27-5-1988, 16-12-1992, SAN 1-3-2001).

No cabe entender que se produce doble imposición, por el hecho de que la Administración exija al retenedor las cantidades que debió retener, ya que el sujeto pasivo ha de deducir de la cuota el importe de las retenciones (STS 16-12-1992, SAN 16-10-2003).









2.4. Deducción de los pagos a cuenta


 Según el artículo 23.2 LGT 2003, el contribuyente que haya realizado pagos fraccionados, o soportado retenciones o ingresos a cuenta, podrá deducir de la obligación tributaria principal, es decir, de la cuota del tributo correspondiente, el importe de los mismos, minorando con ello la cantidad final a ingresar o generando en su caso el derecho a la devolución o a la compensación del exceso de pagos a cuenta ingresados o soportados durante el período, con respecto a la cuota resultante de la autoliquidación o liquidación correspondiente.

Sin embargo, se establece la posibilidad de que la ley propia de cada tributo pueda disponer que la citada deducción se realice por una cantidad distinta del importe de los pagos a cuenta soportados. Así, respecto a las retenciones, tanto en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas como en el Impuesto sobre Sociedades, se establecen las siguientes reglas (artículo 99.5 LIRPF 2006 y artículo 19.3 LIS 2014):

– Con carácter general, el perceptor de rentas sobre las que deba retenerse a cuenta computará aquéllas por la contraprestación íntegra devengada y se deducirá de la cuota resultante de la autoliquidación las retenciones efectivamente practicadas.

– Sin embargo, cuando la retención no se hubiera practicado o lo hubiera sido por un importe inferior al debido, por causa imputable al retenedor u obligado a ingresar a cuenta, el perceptor deducirá de la cuota la cantidad que debió ser retenida, siendo en definitiva la responsabilidad de la retención ante la Hacienda Pública del retenedor (si la causa de la incorrecta retención o de la ausencia de la misma es imputable al preceptor, fundamentalmente por comunicar datos falsos o incorrectos al pagador, no procederá deducir más que la retención efectivamente practicada).

Como excepción, en el caso de retribuciones legalmente establecidas que hubieran sido satisfechas por el sector público (por ejemplo, los salarios del personal de la Administración o las prestaciones por desempleo), el perceptor sólo podrá deducir las cantidades efectivamente retenidas.

Para el caso excepcional de que no pudiera probarse la contraprestación íntegra devengada, se contempla una regla que tradicionalmente se ha venido denominando "elevación al íntegro", en virtud de la cual la Administración tributaría podrá computar como importe íntegro de la misma una cantidad que, una vez restada de ella la retención procedente, arroje la efectivamente percibida. En este caso se deducirá de la cuota, como retención a cuenta, la diferencia entre lo realmente percibido y el importe íntegro.

En estos casos en que la cantidad a deducir de la cuota es distinta de la efectivamente retenida, no podrá resultar una devolución a favor del contribuyente (por las cantidades que no hayan sido efectivamente retenidas), dado que ésta únicamente procederá cuando la cuota resultante de la autoliquidación o, en su caso, de la liquidación provisional, sea inferior a la suma de los pagos fraccionados realizados, ingresos a cuenta soportados y cantidades efectivamente retenidas (artículo 103.2 LIRPF 2006 y artículo 127.2 LIS 2014).


Casuística:



	
–  Las cantidades ingresadas anticipadamente en concepto de retenciones, ingresos a cuenta o pagos fraccionados, se tendrán posteriormente en cuenta respecto de la obligación tributaria principal surgida de la realización del hecho imponible y a cargo del sujeto pasivo (SAN 23-4-1998, 1-3-2001, 16-10-2003).

	
–  El sujeto pasivo ha de deducir de la cuota el importe de las retenciones, presumiéndose legalmente que las cantidades efectivamente satisfechas por los sujetos obligados a retener son percibidas por el sujeto pasivo en todo caso con deducción del importe de la correspondiente retención (STS 17-5-1986,  27-5-1988, 16-12-1992, SAN 1-3-2001).

	
–  En relación con la regulación del IRPF recogida en la Ley 18/1991, señala el TEAC que al no existir en este caso pago anticipado alguno, no se podrá devolver aquello que previamente no se ha entregado para evitar un enriquecimiento injusto por parte del interesado en este caso. La dicción literal de la norma es clara ya que la misma se refiere a cantidades efectivamente retenidas siendo tales las descontadas por el pagador de los rendimientos o retenedor, al sujeto pasivo del impuesto o retenido, sin que pueda entenderse que en casos como el que nos ocupa, en que ni siquiera hubo retención, proceda devolución alguna (RTEAC 16-4-2004).





Por otra parte, respecto a los ingresos a cuenta hay que recordar que cabe la posibilidad de que el obligado a practicarlos realice la repercusión al contribuyente que percibe las rentas por las que éstos se practican y que está obligado a soportarlos. La posibilidad de deducir su importe de la obligación tributaria principal no varía, tanto si se produce la repercusión como si no, pero sí que será diferente el tratamiento que debe dar al ingreso a cuenta el sujeto preceptor de la renta correspondiente:


	
–  Si no le repercuten el ingreso a cuenta, el contribuyente incluirá en la base imponible la valoración de la correspondiente retribución (conforme a las normas previstas en la Ley), más el ingreso a cuenta, y deducirá de la cuota del impuesto el importe del mismo, junto a las retenciones y pagos fraccionados.

	
–  Si le repercuten el ingreso a cuenta, únicamente incluirá en la base imponible la valoración de la retribución, sin añadir el ingreso a cuenta, que por otra parte seguirá siendo deducible de la cuota del impuesto.




Ejemplo:


Deducción del ingreso a cuenta

D. HIJ trabaja en la empresa QQQ SA. Al cumplir 25 años de antigüedad la empresa le ha regalado un viaje al Caribe para él y su mujer, valorado en 2.000 €. Después de disfrutar del viaje se ha llevado la desagradable sorpresa de que le han descontado en nómina el porcentaje de retención que le vienen aplicando (17%), tanto sobre sus retribuciones normales, como sobre la cantidad de 2.000 € en concepto repercusión del ingreso a cuenta. D HIJ no sabe cómo tiene que declarar esas cantidades en su autoliquidación del IRPF.

Solución:


El viaje no es un simple regalo, sino que para D. HIJ es además una retribución en especie, sobre la que el empresario está obligado a realizar un ingreso a cuenta aplicando el mismo porcentaje que aplica sobre las retribuciones dinerarias.

La empresa tiene la posibilidad de repercutir el ingreso a cuenta sobre el trabajador, como aquí ha hecho descontándoselo en su nómina.

D. HIJ declarará estas cantidades del siguiente modo:


	
–  Las retribuciones dinerarias por el importe bruto percibido. Las retenciones las deducirá de la cuota del IRPF.

	
–  Respecto a la retribución en especie, dado que la empresa le repercute el ingreso a cuenta, únicamente declarará como rendimiento de capital mobiliario la valoración del viaje a efectos fiscales (2.000 €). A su vez el ingreso a cuenta lo seguirá deduciendo, junto con las retenciones, de la cuota del IRPF.











3. Las obligaciones entre particulares resultantes del tributo


 La LGT define las obligaciones entre particulares resultantes del tributo, como aquellas que tienen por objeto una prestación de naturaleza tributaria, exigible entre varios obligados tributarios, actuando tanto el sujeto activo como el sujeto pasivo como particulares (artículo 24 LGT 2003).

Las obligaciones entre particulares resultantes de los tributos se regularán en todo caso por ley (artículo 8.j LGT 2003), quedando excluidos por tanto todos los supuestos en los que la obligación proceda de pactos, convenios o contratos entre los particulares o de acciones de regreso o repercusión distintas de las establecidas legalmente.

Se incluyen entre estas obligaciones, las que se generan como consecuencia de:

– Actos de repercusión, como ocurre en el IVA, en virtud de los cuales, el obligado a repercutir (que es el único obligado a realizar el ingreso ante la Administración tributaria), repercute la cuota tributaria sobre el obligado a soportar la repercusión, que solamente estará obligado a satisfacer al sujeto pasivo el importe de la cuota repercutida.


Casuística:


El deber de repercutir del sujeto pasivo y el de soportar la repercusión por el adquirente no pueden ser alterados por pactos, convenios y estipulaciones entre los intervinientes en las operaciones sujetas al IVA. La obligación legal de repercusión se configura como un derecho-deber del sujeto pasivo. El derecho del sujeto pasivo a repercutir el impuesto es irrenunciable y está acompañado del deber de repercutir. Por su parte, el adquirente está obligado a soportar la repercusión (STS 14-12-1994, 20-10-1997).



– Actos de retención, como ocurre en el IRPF o en el Impuesto sobre Sociedades, como consecuencia de los cuales el retenedor, con ocasión de los pagos que realice a la persona o entidad obligada a soportar la retención, detrae una parte del importe de los mismos y lo ingresa en la Administración tributaria, a cuenta del tributo que deba satisfacer este último obligado.

– Actos de ingreso a cuenta, que se dan habitualmente en el IRPF o en el Impuesto sobre Sociedades, en virtud de los cuales, la persona o entidad que satisface rentas, por regla general en especie, realiza el ingreso de una cantidad (generalmente un porcentaje de la valoración de la retribución en especie), a cuenta de cualquier tributo que deba satisfacer el obligado a soportarlo, pudiéndole repercutir el importe del ingreso a cuenta.

Las controversias que puedan surgir en relación con las actuaciones u omisiones de los particulares relativas a las obligaciones de repercutir y soportar la repercusión prevista legalmente, así como las relativas a las obligaciones de practicar y soportar retenciones o ingresos a cuenta, serán reclamables ante los Tribunales económico-administrativos, a tenor de lo dispuesto en el artículo 227.4 de la LGT 2003.








4. Las obligaciones tributarias accesorias






4.1. Concepto de obligación tributaria accesoria


 El artículo 25 LGT 2003 delimita el concepto de las obligaciones accesorias de una forma indirecta, señalando tres rasgos definitorios de las mismas:


	
-  Son aquellas obligaciones tributarias distintas de la obligación principal, de la obligación de realizar pagos a cuenta, de las obligaciones entre particulares resultantes del tributo y de las obligaciones formales.

	
-  Consisten en prestaciones pecuniarias que deben satisfacerse a la Administración tributaria.

	
-  Su exigencia está relacionada o depende de otra obligación tributaria. En principio solo se generan obligaciones accesorias respecto a la obligación tributaria principal y respecto a la obligación de realizar pagos a cuenta.



Entre otras que pueda imponer la ley, tienen naturaleza de obligación tributaria accesoria:


	
-  Las obligaciones de satisfacer el interés de demora.


	
-  Los recargos por declaración extemporánea.


	
-  Los recargos del período ejecutivo.




No tienen esta consideración las sanciones tributarias.


Casuística:


Algunas sentencias del Tribunal Supremo han establecido la obligación de satisfacer interés de demora respecto a obligaciones tributarias entre los particulares, señalando en concreto que el obligado a soportar la repercusión debe satisfacer intereses al obligado a repercutir por haber incumplido la obligación de soportar la repercusión (STS 18-4-1998, 20-11-1998).










4.2. Concepto de interés de demora


 La Ley General Tributaria incluye el interés de demora entre las obligaciones tributarias accesorias.

Los intereses de demora tienen una naturaleza meramente indemnizatoria, no sancionadora. Tienen como finalidad compensar a la Administración por el coste financiero que supone para ella no disponer a tiempo de las cantidades que se le adeudan.


Casuística:



	
–  Intereses de demora tributarios. Procedencia. Los intereses de demora son resarcitorios y devengan siempre que existe un retraso en el pago de la deuda a favor de la Administración (SAN 10-9-2007, 16-2-2009).

	
–  Gestión tributaria. Intereses de demora. Devengo en las liquidaciones complementarias que deban de realizarse tras la comprobación de valores. Como consecuencia de un error en la liquidación practicada por el contribuyente se produce un retraso objetivo en el ingreso de la deuda tributaria, durante el cual el contribuyente ha dispuesto de una suma que no le correspondía, y que ha conllevado el correlativo perjuicio para la Hacienda Pública al no disponer desde su fecha de unos fondos que le pertenecía (TSJAN 16-6-2006).

	
–  Intereses tributarios de demora. Tratándose de inversión de sujeto pasivo que da lugar a la deducción sin necesidad de pago, no proceden intereses moratorios, porque en ningún caso puede apreciarse daño por el retraso, cuando la deducción se produce sin previo ingreso (SAN 26-10-2007).

	
–  Los intereses de demora no tienen carácter sancionador (STSJAN 26-10-2009).





El interés de demora se exigirá a los obligados tributarios y a los sujetos infractores como consecuencia de alguna de las siguientes causas (entre otras):


	
–  De la realización del pago de una deuda o de una sanción fuera de plazo.

	
–  De la presentación de una autoliquidación o declaración de la que resulte una cantidad a ingresar una vez finalizado el plazo establecido al efecto en la normativa tributaria.

	
–  Del cobro de una devolución improcedente.

	
–  De la suspensión de la ejecución de un acto.

	
–  Del inicio del período ejecutivo.



La exigencia del interés de demora tributario es automática, dado que no es necesaria la previa intimación de la Administración, y objetiva, puesto que no requiere la concurrencia de un retraso culpable en el obligado, por lo que para su liquidación la Administración no necesita valorar el ánimo subjetivo del mismo.


Casuística:



	
–  Los intereses de demora más que una penalización en sentido estricto, son una especie de compensación específica, con arreglo a un módulo objetivo, del coste financiero que para la Administración tributaria supone dejar de disponer a tiempo de cantidades dinerarias que le son legalmente debidas (STC 26-4-1990, STS 23-3-2004).

	
–  Los intereses de demora tienen carácter indemnizatorio, para compensar el perjuicio causado por el retraso en el pago de la deuda tributaria (SAN 25-2-2009).

	
–  El incumplimiento de la obligación de pago genera la indemnización correspondiente, que es el interés de demora, al margen de que la conducta de los sujetos pasivos sea constitutiva o no de infracción tributaria (STSJAN 13-10-2009).











4.3. Supuestos de exigencia del interés de demora


 El artículo 26.2 de la LGT 2003, recoge en una lista abierta (a título de ejemplo) algunos supuestos en los que se exigirá interés de demora (sin perjuicio de los demás que se puedan establecer legalmente):

1)  Cuando finalice el plazo establecido para el pago en período voluntario de una deuda resultante de una liquidación practicada por la Administración o del importe de una sanción, sin que el ingreso se haya efectuado.

Según el artículo 62 LGT 2003:

– El pago en período voluntario de las deudas tributarias resultantes de liquidaciones practicadas por la Administración, así como de las sanciones, deberá hacerse en los siguientes plazos:


	
a)  Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días uno y 15 de cada mes, desde la fecha de recepción de la notificación hasta el día 20 del mes posterior o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.

	
b)  Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días 16 y último de cada mes, desde la fecha de recepción de la notificación hasta el día cinco del segundo mes posterior o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.



– Si se trata deudas de notificación colectiva y periódica que no tengan establecido otro plazo en sus normas reguladoras, el pago en período voluntario deberá efectuarse en el período comprendido entre el día uno de septiembre y el 20 de noviembre o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.

Transcurridos los citados plazos serán exigibles los intereses de demora.

2)  Cuando finalice el plazo establecido para la presentación de una autoliquidación o declaración sin que hubiera sido presentada o, en su caso, hubiera sido presentada incorrectamente.

En este supuesto son exigibles los intereses de demora sobre el importe que resulta a ingresar cuando, con posterioridad a la finalización del plazo de presentación de declaración o autoliquidación, la Administración practica una liquidación como consecuencia de la correspondiente actividad de comprobación (en un procedimiento de verificación de datos, de comprobación limitada o de inspección), mediante la que se regulariza la situación del obligado tributario que no presentó la autoliquidación o declaración, o que la presentó incorrectamente. Se pueden dar dos situaciones:


	
- En el caso de falta de presentación o de presentación incorrecta de la autoliquidación o declaración, si la liquidación practicada por la Administración resulta a ingresar, se incluirá el importe de la cuota correspondiente, más los intereses de demora sobre el ingreso que se debió haber efectuado, calculados teniendo en cuenta el periodo comprendido desde el día siguiente al último del plazo voluntario de ingreso hasta la fecha de la liquidación.

	
- En los casos en que tras el inicio de la actuación comprobadora de la Administración, el contribuyente que no presentó la autoliquidación o declaración o que lo hizo de forma incorrecta, presenta previo requerimiento de la Administración, la correspondiente autoliquidación o declaración con la pretensión de regularizar la falta de presentación o la presentación incorrecta, los intereses correspondientes al importe a ingresar resultante de la autoliquidación o declaración se liquidarán sólo hasta la fecha de su presentación, con independencia de cual fuese la fecha de la liquidación. Si de la comprobación resultase mayor cantidad a ingresar que la procedente de la citada autoliquidación o declaración, los intereses del importe adicional a ingresar se calcularán teniendo en cuenta el periodo comprendido desde el día siguiente al último del plazo voluntario de ingreso hasta la fecha de la liquidación.
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		2. Delegación Central de Grandes Contribuyentes (DCGC)

		3. Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales





		2.8. Directrices Generales del Plan General de Control Tributario de la AEAT, en materia de gestión tributaria









		Capítulo II Obligaciones derivadas de la relación jurídico-tributaria		1. Concepto de relación jurídico-tributaria		1. Son obligaciones de los obligados tributarios

		2. Son obligaciones y deberes de la Administración Tributaria

		3. Obligaciones tributarias en el marco de asistencia mutua





		2. Inalterabilidad de los elementos de la obligación tributaria





		Capítulo III Obligados tributarios		1. Cuestiones generales		1.1. Concepto y clases de obligados tributarios

		1.2. Pluralidad de obligados tributarios





		2. Sujeto pasivo		2.1. Concepto de sujeto pasivo

		2.2. Clases de sujeto pasivo: contribuyente y sustituto del contribuyente





		3. Obligados a realizar pagos a cuenta		3.1. Obligados a realizar pagos a cuenta

		3.2. Obligaciones del retenedor y del obligado a ingresar a cuenta





		4. Obligados en las obligaciones entre particulares resultantes del tributo		4.1. Obligados en las obligaciones entre particulares resultantes del tributo

		4.2. Repercusión del ingreso a cuenta









		Capítulo IV Obligaciones materiales		1. La obligación tributaria principal		1.1. La obligación tributaria principal: concepto y características

		1.2. El hecho imponible		1. Concepto doctrinal

		2. Concepto legal

		3. Características

		4. Elementos del hecho imponible





		1.3. El devengo del tributo		1. Concepto

		2. Efectos

		3. Exigibilidad





		1.4. Exenciones		1. Concepto

		2. Clases

		3. Régimen jurídico









		2. La obligación tributaria de realizar pagos a cuenta		2.1. Pagos a cuenta: conceptos y clases

		2.2. Pagos fraccionados

		2.3. Retenciones e ingresos a cuenta

		2.4. Deducción de los pagos a cuenta





		3. Las obligaciones entre particulares resultantes del tributo

		4. Las obligaciones tributarias accesorias		4.1. Concepto de obligación tributaria accesoria

		4.2. Concepto de interés de demora

		4.3. Supuestos de exigencia del interés de demora		1) Cuando finalice el plazo establecido para el pago en período voluntario de una deuda resultante de una liquidación practicada por la Administración o del importe de una sanción, sin que el ingreso se haya efectuado.

		2) Cuando finalice el plazo establecido para la presentación de una autoliquidación o declaración sin que hubiera sido presentada o, en su caso, hubiera sido presentada incorrectamente.

		3) Cuando se suspenda la ejecución de un acto administrativo.

		4) Cuando se inicie el período ejecutivo.

		5) Cuando el obligado tributario haya obtenido una devolución improcedente.





		4.4. Cálculo del interés de demora

		4.5. Naturaleza y concepto de los recargos por declaración extemporánea sin requerimiento previo

		4.6. Requisitos para la aplicación de los recargos por declaración extemporánea sin requerimiento previo

		4.7. Los recargos por declaración extemporánea sin requerimiento previo









		Capítulo V Obligaciones tributarias formales		1. Cuestiones generales de las obligaciones tributarias formales

		2. Declaraciones censales		2.1. Introducción sobre las declaraciones censales

		2.2. Censos tributarios

		2.3. Censo de obligados tributarios		1) Formación:

		2) Contenido:





		2.4. Censo de empresarios, profesionales y retenedores		1) Formación:

		2) Contenido:





		2.5. Registro de operadores intracomunitarios

		2.6. Registro de devolución mensual

		2.7. Registro de grandes empresas

		2.8. Registro territorial de los impuestos especiales de fabricación

		2.9. Regulación de las declaraciones censales en el ámbito de competencias del Estado

		2.10. Declaración de alta en el censo de empresarios, profesionales y retenedores

		2.11. Declaración de modificación en el censo

		2.12. Declaración de baja en el censo

		2.13. Forma y lugar de presentación de la declaración censal

		2.14. Gestión de las declaraciones censales





		3. Obligaciones relativas al domicilio fiscal		3.1. Comunicación del cambio de domicilio fiscal

		3.2. Efectos de la comunicación del cambio de domicilio fiscal





		4. Número de identificación fiscal		4.1. NIF: obligación de disponer y forma de acreditación

		4.2. Asignación y composición del NIF de las personas físicas españolas y extranjeras		1. El NIF de las personas físicas de nacionalidad española

		2. El NIF de las personas físicas de nacionalidad extranjera

		3. Normas sobre la asignación del NIF a personas físicas nacionales y extranjeras por la Administración tributaria





		4.3. Asignación y composición del NIF de las personas jurídicas y entidades sin personalidad jurídica		1. El NIF de las personas jurídicas y entidades sin personalidad jurídica

		2. Procedimiento para la asignación de NIF de las personas jurídicas y entidades sin personalidad jurídica





		4.4. Especialidades del NIF de los empresarios o profesionales a efectos del IVA

		4.5. Regla general de utilización del NIF

		4.6. Utilización del NIF en operaciones con trascendencia tributaria

		4.7. Utilización del NIF en operaciones con entidades de crédito





		5. Obligaciones de información a la Administración tributaria		5.1. Sujetos obligados a suministrar información

		5.2. Obligaciones de información a la Administración tributaria

		5.3. Obligación de informar sobre las operaciones con terceras personas (Modelo 347)		1. Obligados a suministrar información sobre operaciones con terceras personas

		2. Exclusión de la obligación de presentar la declaración anual de operaciones con terceras personas

		3. Contenido del modelo 347

		4. Criterios para la determinación del importe total de las operaciones

		5. Criterios de imputación temporal

		6. Cumplimentación de la declaración anual de operaciones con terceras personas

		7. Forma de presentación

		8. Plazo de presentación









		6. Otras obligaciones formales		6.1. Obligación de presentar declaraciones, autoliquidaciones y comunicaciones

		6.2. Obligación de llevar y conservar libros de contabilidad y registros		A) En el Impuesto sobre Sociedades

		B) En el IRPF

		C) En el IVA





		6.3. La obligación de expedir y entregar facturas

		6.4. La obligación de conservar facturas, documentos y justificantes		A) En el IRPF

		B) En el Impuesto sobre Sociedades

		C) En el IVA





		6.5. La obligación de aportar datos

		6.6. La obligación de entregar un certificado de las retenciones o ingresos a cuenta practicados









		Capítulo VI Obligaciones y deberes de la Administración Tributaria		1. Obligaciones y deberes de la Administración Tributaria

		2. Devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo		2.1. Devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo

		2.2. Procedimiento para la devolución derivada de la normativa de cada tributo





		3. Devolución de ingresos indebidos		3.1. Sujetos legitimados para solicitar la devolución de ingresos indebidos

		3.2. Sujetos en cuyo favor se puede reconocer la devolución de ingresos indebidos

		3.3. Supuestos de devolución de ingresos indebidos

		3.4. Devolución de ingresos indebidos como consecuencia de la rectificación de autoliquidación

		3.5. Contenido del derecho a la devolución de ingresos indebidos





		4. Información y asistencia a los obligados tributarios		4.1. Deber de información y asistencia a los obligados tributarios

		4.2. Publicaciones de normas tributarias y doctrina administrativa		1. Ámbito

		2. Plazos

		3. Efectos





		4.3. Comunicaciones y actuaciones de información		1. Remisión de comunicaciones e información a los contribuyentes.

		2. Suministro de consultas o resoluciones





		4.4. Disposiciones interpretativas o aclaratorias de las leyes y demás normas tributarias

		4.5. Consultas tributarias escritas		1. Legitimación para formular consultas

		2. Iniciación del procedimiento para la contestación de las consultas tributarias escritas

		3. Contestación a las consultas tributarias escritas

		3.4.5. Tienen carácter de mera información





		4.6. Información con carácter previo a la adquisición o transmisión de inmuebles		1. Ámbito

		2. Solicitud

		3. Tramitación

		4. Plazo

		5. Efectos





		4.7. Acuerdos previos de valoración		1. Ámbito

		2. Solicitud

		3. Tramitación

		4. Efectos





		4.8. Emisión de certificados tributarios		1. Solicitud

		2. Contenido

		3. Expedición del certificado

		4. Requisitos de la certificación de encontrarse al corriente de las obligaciones tributarias

		5. Efectos de los certificados tributarios





		4.9. Actuaciones de asistencia tributaria





		5. Utilización de tecnologías informáticas y telemáticas





		Capítulo VII Colaboración social en la gestión tributaria		1. Cuestiones generales		1.1. Introducción sobre la colaboración social en la gestión tributaria

		1.2. Medios a través de los cuales puede instrumentarse la colaboración social

		1.3. Objeto de la colaboración social en la aplicación de los tributos

		1.4. Utilización de medios electrónicos, informáticos y telemáticos en la colaboración social





		2. Presentación telemática de declaraciones, comunicaciones y otros documentos tributarios		2.1. Supuestos de aplicación de la colaboración social en la gestión de los tributos para la presentación telemática de declaraciones, comunicaciones y otros documentos tributarios

		2.2. Requisitos de los medios y técnicas empleados en la colaboración social en la gestión de los tributos para la presentación telemática de declaraciones, comunicaciones y otros documentos tributarios

		2.3. Sujetos de la colaboración social en la gestión de los tributos para la presentación telemática de declaraciones, comunicaciones y otros documentos tributarios		1. Pueden presentar declaraciones, autoliquidaciones y comunicaciones por vía electrónica, en representación de terceras personas

		2. Representación para actuar como colaborador social en nombre de terceros

		3. Condiciones para la presentación por medios telemáticos de declaraciones, comunicaciones y otros documentos tributarios en representación de terceras personas

		4. La Colaboración Social Delegada









		3. Apoderamientos para la realización de trámites y actuaciones en materia tributaria por internet		3.1. Normativa sobre apoderamientos para realizar trámites y actuaciones por internet

		3.2. El Registro de apoderamientos para realizar trámites por internet		1. ¿Quién puede apoderar para realizar trámites por internet?

		2. Forma y procedimiento de apoderamientos para realizar trámites por internet

		3. Contenido del registro de apoderamiento

		4. Efectos del alta en el registro de apoderamientos

		5. Renuncia y revocación del apoderamiento









		4. Campañas de información





		Capítulo VIII Actuaciones y procedimientos de gestión tributaria. Reglas generales		1. Regulación		1.1. Regulación general de la gestión tributaria

		1.2. Regulación específica de las actuaciones y procedimientos de gestión tributaria





		2. Iniciación de las actuaciones y procedimientos tributarios		2.1. Iniciación de las actuaciones y procedimientos tributarios

		2.2. Formas de iniciación de las actuaciones y procedimientos tributarios		1. Actuaciones y procedimientos tributarios con carácter general

		2. Actuaciones y procedimientos de gestión tributaria





		2.3. Iniciación de procedimientos de gestión tributaria de oficio por la Administración Tributaria		1. Iniciación del procedimiento

		2. Contenido de la comunicación

		3. Efectos del inicio





		2.4. Iniciación de procedimientos de gestión tributaria a instancia del obligado tributario		1. Contenido de los documentos de inicio

		2. Modelos

		3. Formas de presentación

		4. Subsanación

		5. Efectos del inicio





		2.5. Iniciación de procedimientos de gestión tributaria por declaración tributaria, autoliquidación, comunicación de datos y solicitud

		2.6. Declaraciones tributarias y su rectificación		1. Concepto

		2. Ejercicio de opciones

		3. Rectificación de declaraciones





		2.7. Autoliquidaciones y su rectificación		1. Concepto

		2. Rectificación de autoliquidaciones





		2.8. Comunicación de datos y su rectificación		1. Concepto

		2. Rectificación de comunicaciones de datos





		2.9. Solicitudes de devolución y su rectificación		1. Concepto

		2. Rectificación de solicitudes de devolución





		2.10. Declaraciones, autoliquidaciones, comunicaciones y solicitudes complementarias o sustitutivas		1. Autoliquidaciones complementarias

		2. Declaraciones, comunicaciones de datos o solicitudes de devolución complementarias o sustitutivas

		3. Consecuencias de su presentación









		3. Desarrollo de las actuaciones y procedimientos tributarios		3.1. Derechos y obligaciones de los obligados tributarios en las actuaciones y procedimientos tributarios

		3.2. Derecho del obligado tributario a ser informado y asistido por la Administración tributaria sobre el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones tributarias [arts. 34.1.a) y 99.1 LGT, 13.e) LPAC]

		3.3. Derecho a ser informado al inicio de las actuaciones de comprobación sobre la naturaleza y alcance de las mismas, así como de los derechos y obligaciones en el curso de tales actuaciones [art. 34.1.ñ) LGT]

		3.4. Derecho del obligado tributario a que las actuaciones de la Administración tributaria que requieran su intervención se lleven a cabo en la forma que le resulte menos gravosa [arts. 34.1.k) y 99.1 LGT, 32 LPAC y 91 RGIAT]

		3.5. Derecho a no presentar los documentos que no resulten exigibles por la normativa tributaria, ni aquellos ya presentados por los propios obligados tributarios, que se encuentren en poder de la Administración tributaria actuante [arts. 34.1.h) y 99.2 LGT, y arts. 28 y 53.1.d) LPAC]

		3.6. Derecho a solicitar certificación y copia de las declaraciones presentadas, a obtener copia sellada de los documentos presentados y a la devolución de los originales [arts. 34.1.g) y 99.3 LGT y arts. 28 y 53.1.c) LPAC]

		3.7. Derecho a obtener copia de los documentos que integren el expediente administrativo [arts. 34.1.s) y 99.4 LGT, 53.1.a) LPAC y 95 RGIAT]

		3.8. Derecho de acceso a los archivos y registros [arts. 34.1.i) y 99.5 LGT, 13.d y 17 LPAC y 94 y 95 RGIAT]

		3.9. Derecho a formular alegaciones y a aportar documentación [arts. 34.1.l) y 34.1.r) LGT, y 28.1, 53.1.e), 76, 77 y 78 LPAC]

		3.10. Documentación de los procedimientos de aplicación de los tributos [arts. 99.7 LGT, 97 a 100 RGIAT y 77.5 LPAC]

		3.11. Derecho a ser oído en el trámite de audiencia [arts. 34.1.m) y 99.8 LGT, 82 LPAC y 96 RGIAT]

		3.12. Derecho a conocer el estado de tramitación de los procedimientos en los que el obligado tributario sea parte [arts. 34.1.e) LGT, 53.1.a) LPAC y 93 RGIAT]

		3.13. Derechos de los ciudadanos a relacionarse con las administraciones públicas por medios electrónicos

		3.14. Otros derechos: utilización de lenguas oficiales y conocer la identidad de las autoridades y personal

		3.15. Obligaciones de los obligados tributarios





		4. Terminación de los procedimientos tributarios		4.1. Formas de terminación de los procedimientos tributarios		A) La resolución

		B) El desistimiento

		C) La renuncia

		D) La imposibilidad material de continuar el procedimiento

		E) La caducidad

		F) El cumplimiento de la obligación

		G) Cualquier otra causa





		4.2. Obligación de resolver los procedimientos tributarios

		4.3. Plazos de resolución de los procedimientos tributarios		1. El plazo máximo será:

		2. Cómputo del plazo:

		3. Interrupciones, dilaciones y suspensiones en el procedimiento





		4.4. Efectos de la falta de resolución expresa

		4.5. La caducidad en los procedimientos tributarios

		4.6. Liquidaciones tributarias

		4.7. Concepto y clases de liquidaciones tributarias

		4.8. Notificación de las liquidaciones tributarias









		Capítulo IX Procedimiento de devolución iniciado mediante autoliquidación, solicitud o comunicación de datos		1. Regulación común del procedimiento de devolución

		2. Regulación específica para cada tributo del procedimiento de devolución		1. Autoliquidación

		2. Comunicación de datos

		3. Solicitud de devolución





		3. Iniciación del procedimiento de devolución iniciado mediante autoliquidación, solicitud o comunicación de datos

		4. Tramitación del procedimiento de devolución iniciado mediante autoliquidación, solicitud o comunicación de datos		1. Plazos y su cómputo

		2. Actuaciones a realizar por la Administración





		5. Terminación del procedimiento de devolución iniciado mediante autoliquidación, solicitud o comunicación de datos





		Capítulo X Procedimiento iniciado mediante declaración		1. Normativa del procedimiento iniciado mediante declaración

		2. Iniciación del procedimiento de gestión tributaria mediante declaración

		3. Tramitación del procedimiento iniciado mediante declaración

		4. Terminación del procedimiento iniciado mediante declaración





		Capítulo XI Procedimiento de verificación de datos		1. Iniciación del procedimiento de verificación de datos		1. Supuestos de aplicación de la verificación de datos

		2. Formas de iniciación

		3. Efectos del inicio del procedimiento





		2. Tramitación del procedimiento de verificación de datos		1. Ratificación de datos de terceros

		2. Propuesta de liquidación

		3. Plazo





		3. Terminación del procedimiento de verificación de datos





		Capítulo XII Procedimiento de comprobación de valores		1. Comprobación de valores		1.1. La comprobación de valores

		1.2. Medios de comprobación de valores

		1.3. Procedimiento de comprobación de valores		1. Inicio de la comprobación de valores

		2. Tramitación de la comprobación de valores

		3. Terminación de la comprobación de valores





		1.4. Efectos de la comprobación de valores





		2. Tasación pericial contradictoria		2.1. Promoción de la tasación pericial contradictoria

		2.2. Procedimiento específico de la tasación pericial contradictoria

		2.3. Designación de peritos en la tasación pericial contradictoria

		2.4. Terminación del procedimiento de tasación pericial contradictoria









		Capítulo XIII Procedimiento de comprobación limitada		1. La comprobación limitada

		2. Iniciación del procedimiento de comprobación limitada		1. Supuestos

		2. Formas de iniciación

		3. Alcance

		4. Efectos del inicio del procedimiento





		3. Tramitación del procedimiento de comprobación limitada		1. Tramitación de las actuaciones

		2. Ratificación de datos de terceros

		3. Propuesta de liquidación





		4. Terminación del procedimiento de comprobación limitada

		5. Efectos de la regularización practicada en el procedimiento de comprobación limitada





		Capítulo XIV Procedimiento para la rectificación de autoliquidaciones		1. Solicitud de rectificación de autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones de datos y solicitudes de devolución		1. Ámbito

		2. Procedimiento





		2. Especialidades en el procedimiento de rectificación de autoliquidaciones relativas a retenciones, ingresos a cuenta o cuotas soportadas

		3. Especialidades del procedimiento para la rectificación de declaraciones, comunicaciones de datos y solicitudes de devolución





		Capítulo XV La cuenta corriente tributaria		1. Obligados y deudas y créditos objeto de anotación		1.1. Introducción sobre la cuenta corriente tributaria

		1.2. Obligados tributarios que pueden acogerse al sistema de cuenta corriente en materia tributaria

		1.3. Deudas y créditos objeto de anotación en el sistema de cuenta corriente en materia tributaria		A) CRÉDITOS

		B) DEUDAS









		2. Procedimiento		2.1. Iniciación del procedimiento para la inclusión en el sistema de cuenta corriente en materia tributaria		A) SOLICITUD

		B) MODELO

		C) PLAZO DE PRESENTACIÓN

		D) LUGAR DE PRESENTACIÓN





		2.2. Instrucción del procedimiento para la inclusión en el sistema de cuenta corriente en materia tributaria

		2.3. Resolución del procedimiento para la inclusión en el sistema de cuenta corriente en materia tributaria





		3. Efectos, determinación del saldo y exigibilidad		3.1. Efectos sobre los créditos y débitos tributarios

		3.2. Determinación del saldo de la cuenta corriente, liquidación y exigibilidad del mismo		1. Fecha de determinación

		2. Liquidación del saldo de la cuenta

		3. Exigibilidad





		3.3. Finalización del sistema de cuenta corriente en materia tributaria: duración, renuncia y revocación		1. Duración del sistema de cuenta corriente en materia tributaria

		2. Renuncia a la aplicación del sistema de cuenta corriente en materia tributaria

		3. Revocación del acuerdo de inclusión en el sistema de cuenta corriente en materia tributaria













		Capítulo XVI Procedimiento para la ejecución de las devoluciones tributarias		1. Reconocimiento del derecho a la devolución tributaria

		2. Ejecución de las devoluciones tributarias		1. Pago

		2. Compensación

		3. Errores en la ejecución de la devolución









		Capítulo XVII Actuaciones y procedimientos de comprobación de obligaciones formales		1. Regulación de las actuaciones y procedimientos de comprobación de obligaciones formales

		2. Actuaciones de comprobación censal

		3. Procedimiento de rectificación censal		1. Inicio

		2. Tramitación

		3. Terminación





		4. Rectificación de oficio de la situación censal

		5. Revocación del número de identificación fiscal

		6. Actuaciones de comprobación del domicilio fiscal		1. Inicio

		2. Tramitación

		3. Terminación

		4. Competencia





		7. Actuaciones de control de presentación de declaraciones		1. Supuestos

		2. Actuaciones

		3. Terminación de las actuaciones





		8. Actuaciones de control de otras obligaciones formales





		Capítulo XVIII Mecanismos transfronterizos de planificación fiscal agresiva		1. Generalidades: Directiva DAC 6 y normas de trasposición		Complejidad de la actividad del asesor

		Colaboración de asesores con la Administración

		Mecanismos de planificación fiscal agresiva





		2. Concepto y clases de señas distintivas

		3. Señas distintivas agrupadas por categorías		A. Señas distintivas generales vinculadas al criterio del beneficio principal

		B. Señas distintivas específicas vinculadas al criterio del beneficio principal.

		C. Señas distintivas específicas vinculadas a las operaciones transfronterizas.

		D. Señas distintivas específicas relativas al intercambio automático de información y la titularidad real

		E. Señas distintivas específicas relativas a los precios de transferencia





		4. Obligados a declarar: Intermediarios y obligados interesados

		5. Las declaraciones sobre mecanismos de planificación fiscal agresiva		1. Obligación de declarar determinados mecanismos (modelo 234)

		2. Obligación de declarar la actualización de los mecanismos comercializables (modelo 235)

		3. Obligación de declarar la utilización de los mecanismos (modelo 236)





		6. Deberes de comunicación entre los obligados a declarar

		7. Plazos de declaración y régimen transitorio

		8. Régimen sancionador

		9. Problemática del secreto profesional

		10. Intercambio de la información entre estados





		Formularios		1. Las obligaciones tributarias formales

		2. Las obligaciones y deberes de la Administración Tributaria		2.1. Solicitud de suministro criterios administrativos, consultas y/o resoluciones

		2.2. Solicitud de información o comunicación sobre la tributación de determinados sectores, actividades o fuentes de renta

		2.2. Solicitud  de información sobre el valor de bienes inmuebles que vayan a ser objeto de adquisición o transmisión

		2.3. Solicitud de valoración fiscal de rentas, productos, bienes, gastos y resto de elementos que componen la deuda tributaria

		2.4. Consulta tributaria sobre dudas relacionadas con el régimen de tributación aplicable

		2.5. Subsanación de la consulta tributaria a requerimiento de la administración





		3. Colaboración social en la gestión tributaria		3.1. Documento individualizado de adhesión al convenio de colaboración

		3.2. Representación para la presentación por medios electrónicos de autoliquidaciones, declaraciones y comunicaciones tributarias

		3.3. Representación para el suministro electrónico de registros de facturación en la Sede electrónica de la AEAT

		3.4. Representación para la presentación por vía telemática de solicitudes de rectificación de autoliquidación

		3.5. Representación para la presentación telemática de documento de reembolso del IVA a no residentes en la UE





		4. Gestión tributaria		4.1. Iniciación de las actuaciones y procedimientos de gestión tributaria		4.1.1. Contestación a requerimiento aportando datos o documentos

		4.1.2. Contestación negativa del interesado al requerimiento de aportación de documentación

		4.1.3. Alegación de disconformidad con los datos obrantes en poder de la Administración





		4.2. Desarrollo de las actuaciones y procedimientos de gestión tributaria		4.2.1. Solicitud de ampliación del plazo para atender un requerimiento

		4.2.2. Solicitud de aplazamiento de una comparecencia

		4.2.3. Alegaciones antes del trámite de audiencia o del trámite de alegaciones posterior a la propuesta de resolución
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